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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
ORGÁNICA NÚMERO 012 DE 2019 

CÁMARA

por medio de la cual se crea la categoría municipal 
de ciudades capitales, se adoptan mecanismos 
tendientes a fortalecer la descentralización 
administrativa y se dictan otras disposiciones”.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto crear la categoría de municipios “ciudades 
capitales”, adoptar mecanismos tendientes a 
fortalecer la descentralización administrativa y 
dictar otras disposiciones.

Artículo 2°. Categoría de municipios ciudades 
capitales. De conformidad con lo estipulado en el 
artículo 320 de la Constitución Política, establézcase 
una categoría de municipios que se denominará 
“ciudades capitales”.

El Distrito Capital de Bogotá y los demás distritos 
y municipios que tienen la condición de capitales 
departamentales pertenecerán a la categoría de 
“ciudades capitales” y tendrán un régimen especial 
para su organización, gobierno y administración 
y un tratamiento diferenciado por parte de las 
autoridades administrativas, con el fin de promover 
su desarrollo integral y regional, a partir de su 
población e importancia económica.

No obstante, dicho régimen especial debe 
estar en concordancia con la Ley 1617 de 2011 y 
sus modificaciones, que contempla las reglas de 
creación y funcionamiento de los distritos en el caso 
de ser ciudad capital.

Para los efectos previstos en la Ley 617 del 2000 y 
las normas que remitan a esta, las ciudades capitales 
conservarán la categoría que les corresponda según 
los criterios allí establecidos.

Las ciudades capitales estarán sometidas a la 
Constitución, a las leyes especiales que se dictan para 
definir su organización, funcionamiento, recursos 
y competencias, y, en ausencia de disposiciones 
especiales constitucionales o legales, a las normas 
vigentes que rigen para los demás municipios.

Parágrafo. Para los fines de la Ley 617 del 2000, 
aquellas ciudades capitales fronterizas que, de 
conformidad con el censo del año 2018, hubiesen 
aumentado su población en los últimos tres años por 
encima del 20%, podrán ser recategorizadas al nivel 
inmediatamente superior del que se encuentren, una 
vez entre en vigencia la presente ley.

Artículo 3°. Asignación de recursos y reglas 
focalizadas. Las políticas públicas nacionales 
deberán procurar un desarrollo territorial armónico, 
equilibrado, equitativo y sostenible, para lo cual 
incluirán, dentro de los criterios de asignación de 
recursos y de focalización, reglas diferenciadas e 
instrumentos de discriminación positiva dirigidos a 
reducir las desigualdades en la calidad de vida entre 
los habitantes de las distintas ciudades capitales.

Artículo 4°. Compensación de cargas adicionales. 
Las reglas de distribución de recursos establecerán 
criterios para compensar las cargas adicionales que 
soportan las ciudades capitales y aquellos municipios 
que integren su área metropolitana como receptoras 
de población en situación de desplazamiento, índice 
de pobreza multidimensional, desempleo, así como 
de las migraciones derivadas de las condiciones 
sociales y económicas del país y de otros países, 
teniendo un tratamiento especial en este último para 
aquellas ciudades capitales fronterizas. También 
se establecerán criterios para compensar las cargas 
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adicionales a las ciudades capitales que por sus 
condiciones ambientales y/o pactos internacionales 
ven limitada su productividad y ventajas 
competitivas. Esta asignación y distribución será 
reglamentada por la Comisión de Coordinación 
y Seguimiento de las relaciones de la que trata el 
artículo 7° de esta Ley, dentro del año siguiente a la 
sanción de la misma.

CAPÍTULO II
Relaciones de las ciudades capitales  

con la nación y otras entidades territoriales
Artículo 5°. Coordinación. La nación coordinará 

con las ciudades capitales el diseño y la ejecución 
de las políticas públicas que deban desarrollarse en 
sus territorios.

Artículo 6°. Obligación de consulta con 
ciudades capitales. La nación y los departamentos 
deberán consultar con las ciudades capitales 
aquellas regulaciones relacionadas con funciones 
o servicios en los que tengan competencias 
concurrentes. En todo caso, deberá consultarse 
con anterioridad a la expedición de reglamentos 
o normas de carácter general, o de una decisión 
administrativa en materia de educación, salud, 
tránsito y transporte urbano, ejecución de obras de 
ámbito regional, servicios públicos domiciliarios, 
medio ambiente, gestión de residuos y aseo, 
alumbrado público, regulaciones urbanísticas, 
temas tributarios y programas de vivienda que se 
promuevan en sus territorios.

Cuando se trate de la regulación o autorización de 
una actividad que genere un impacto especial en una 
ciudad capital, incluidas las de carácter tributario, 
las autoridades nacionales o departamentales 
deberán permitir la participación activa y eficaz de 
la misma y se tendrán en cuenta sus observaciones 
sobre la protección del ambiente y la salubridad de 
la población, así como del desarrollo económico, 
social y cultural de sus comunidades.

En los mecanismos de consulta y participación 
que adopten las autoridades nacionales en virtud de 
lo previsto en este artículo deberán oír, igualmente, 
a las autoridades departamentales con el fin de 
garantizar la colaboración, armónica, entre todos los 
niveles de Gobierno.

Los procedimientos previstos en este artículo 
forman parte de la actuación administrativa previa a 
la expedición del acto correspondiente. Los acuerdos 
a los que se lleguen deberán incorporarse en el acto 
administrativo.

La consulta tiene carácter no vinculante, sin 
embargo, los acuerdos a los que se lleguen deberán 
incorporarse en el acto administrativo.

El proceso de consulta no podrá superar seis (6) 
meses contados a partir de su inicio. En caso de no 
llegarse a acuerdos, la nación y los departamentos, 
podrán continuar con el desarrollo de la función 
o servicio, sin que sea necesario acuerdo con la 
respectiva ciudad capital.

Parágrafo. El presente artículo no aplicará en 
lo atinente a la relación entre el departamento de 
Cundinamarca y la ciudad de Bogotá, D. C.

Artículo 7°. Comisión de Coordinación y 
Seguimiento de las relaciones. Créese una Comisión 
de Coordinación y Seguimiento de las relaciones 
entre la nación, los departamentos y las ciudades 
capitales, integrada por el Ministro de Interior, 
el Ministro de Hacienda, el Director Nacional de 
Planeación, dos representantes designados por la 
Federación de Departamentos y tres representantes 
designados por la Asociación de Ciudades Capitales, 
de los cuales uno debe representar a alguna de las 
entidades territoriales creadas a partir del artículo 
309 de la Constitución Política y un representante de 
la Asociación Colombiana de Concejos de Ciudades 
Capitales.

La Comisión podrá invitar al alcalde de una 
ciudad capital cuando se esté discutiendo un 
asunto que afecte particularmente a dicha ciudad. 
La Comisión, cuya secretaría técnica será ejercida 
por la Asociación de Ciudades Capitales, se reunirá 
al menos cuatro veces en el año para evaluar 
previamente las políticas públicas que tengan 
particular efecto en las ciudades capitales y hacer 
el seguimiento al desarrollo y cumplimiento de los 
instrumentos y procedimientos de coordinación 
contenidos en esta ley.

El Departamento Nacional de Planeación 
establecerá los indicadores de tipo administrativo, 
operacional y técnico, así como la metodología 
de cálculo para efectos de la delegación y 
funcionamiento de la Comisión.

Artículo 8°. Cesiones condicionadas. En 
cumplimiento de principio de proximidad, 
las entidades nacionales deberán ceder 
condicionalmente a las ciudades capitales sus 
funciones cuando éstas demuestren tener las 
capacidades institucionales requeridas, cumplan con 
las condiciones señaladas legalmente para el efecto, 
ofrezcan ventajas económicas y presupuestales, se 
comprometan a mejorar los indicadores de impacto 
del sector correspondiente y a mejorar la prestación 
de los servicios públicos y sociales.

Cuando las ciudades capitales cumplan las 
condiciones anteriormente indicadas, deberán 
recibir, las funciones, atribuciones o servicios que 
haga en su favor la entidad nacional. La cesión 
condicionada exime de responsabilidad al jefe 
de la entidad nacional que la realiza, pero este 
deberá adoptar los mecanismos de supervisión para 
asegurar el correcto cumplimiento de las funciones 
y deberá reasumir la función cuando sobrevengan 
circunstancias objetivas que hagan temer por la no 
consecución de los objetivos y fines de la cesión 
condicionada o cuando la Contraloría General 
de la República así lo recomiende, atendiendo a 
circunstancias objetivas.
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La cesión condicionada que las entidades 
nacionales hagan a favor de las ciudades capitales 
se determinará caso por caso y podrá recaer sobre 
los esquemas asociativos que éstas desarrollen.

Las reglas de transferencias de los recursos 
de funcionamiento e inversión con los que 
se financiará la prestación del servicio o el 
cumplimiento de la función, se fijarán en un 
Convenio Interinstitucional firmado entre la 
entidad nacional y la ciudad capital de que se trate. 
El manejo de los recursos a cargo de la ciudad 
capital será objeto de control fiscal por parte de la 
Contraloría General de la República.

En el Convenio se fijarán las reglas de uso de los 
bienes que la entidad nacional entregará a la ciudad 
capital en virtud de la cesión condicionada, así como 
la cesión de los contratos que se hayan suscrito para 
cumplir con la función, los cuales también quedarán 
sujetos al control fiscal por parte de la Contraloría 
General de la República.

Producida la cesión condicionada, la entidad 
nacional deberá destinar a la ciudad capital, los 
recursos necesarios para el cumplimiento de las 
funciones cedidas condicionalmente, teniendo como 
base los recursos asignados para el ejercicio de la 
función cedida condicionalmente en el año anterior 
y los incrementos a que haya lugar. El monto exacto 
de los recursos deberá establecerse en el respectivo 
convenio de cesión condicionada.

Parágrafo. Se exceptúan del esquema de cesión 
condicionada de que trata la presente ley, las 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado y 
las Sociedades de Economía Mixta.

Artículo 9°. Procedimiento para la cesión 
condicionada. Las ciudades capitales que consideren 
asumir las funciones y competencias de las 
entidades nacionales harán la petición al Presidente 
de la República y al representante legal de la entidad 
correspondiente. Este último deberá responder en el 
término máximo de un mes, señalando las razones 
para aceptar o rechazar la petición.

Artículo 10. Requisitos para la cesión 
condicionada. Para que proceda la cesión 
condicionada deben cumplirse los siguientes 
requisitos:

1. Solicitud del alcalde de la ciudad capital, al 
Presidente de la República y al representante 
legal del organismo, entidad o programa 
nacional, previa autorización del Concejo 
Municipal o Distrital.

2. Constatación por parte del Departamento 
Nacional de Planeación de la capacidad 
administrativa de la ciudad capital para 
asumir la cesión condicionada.

3. Acuerdo con la entidad nacional acerca de la 
suficiencia de los recursos para financiar la 
ejecución de las competencias que se ceden 
condicionadamente.

4. Compromiso para la financiación de los 
gastos de funcionamiento para ejercer la 

función cedida condicionalmente en que 
incurra la ciudad capital, de conformidad 
con la figura del convenio interinstitucional 
del que trata el artículo 8° de la presente ley.

5. Objetivos y metas medibles del objeto de la 
cesión condicionada.

6. Compromiso expreso del ente territorial 
de dar cumplimiento a las obligaciones 
laborales que se causen por la ejecución de 
la cesión condicionada.

Artículo 11. Convenios institucionales. Para 
hacer efectivo el principio de coordinación entre 
la nación y las capitales departamentales, esta 
suscribirá con cada una de ellas un convenio 
institucional que se regirá por el principio 
de corresponsabilidad, en el que se defina la 
manera cómo, en cada territorio, se ejercerán 
las competencias estatales que a cada una le 
corresponden a partir de un esquema de asunción 
de competencias diferenciadas, negociadas y 
condicionadas, y el cual está dirigido a garantizar 
el goce efectivo de los derechos de los habitantes, a 
asegurar el acceso a servicios públicos universales 
y de calidad, el mejoramiento de la calidad de vida 
de los ciudadanos, la sostenibilidad ambiental y la 
eficacia de las políticas y programas estatales.

En cada caso se tendrá en cuenta la capacidad 
institucional de la capital de la que se trate para 
disponer la forma progresiva como se hace efectivo 
el principio de proximidad y la cooperación que 
prestará la nación, el departamento y otras ciudades 
capitales para construir las capacidades necesarias 
para que esa capital pueda ejercer en forma efectiva 
sus funciones.

Durante el proceso de negociación y adopción 
del Convenio deberá consultarse al gobernador del 
respectivo departamento.

El convenio deberá indicar:
1. La manera como la nación concurre al 

financiamiento y complementa la prestación 
de los servicios o la provisión de los 
bienes públicos en aquellos sectores en 
los que la Constitución y la ley atribuyen 
la competencia última a los municipios y 
distritos;

2. La determinación de las competencias 
que la nación ejerce en forma exclusiva o 
concurrente con las entidades territoriales 
que cede condicionalmente a la capital 
departamental correspondiente en los 
términos previstos en esta ley. La cesión 
condicional podrá limitarse a las funciones 
administrativas o a la prestación de los 
servicios, pero también a las funciones de 
regulación y control, e incluso podrá consistir 
en la entrega de atribuciones especiales 
en materia normativa a la Asamblea 
Departamental en los términos del artículo 
150 numeral 5 de la Constitución.
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3. La decisión consensuada de que la nación, sus 
entidades descentralizadas, el departamento 
o una asociación de entidades territoriales 
asuma transitoriamente y en subsidio de la 
ciudad capital de la que se trate la prestación 
de un servicio o el cumplimiento de una 
función administrativa, cuando la capital 
no tenga la capacidad institucional o las 
posibilidades fiscales de asumirlas y con ello 
se ponga en riesgo el goce de los derechos de 
las personas.

Artículo 12. Reasunción de competencias. La 
nación podrá reasumir transitoria o permanentemente 
aquellas funciones cedidas condicionalmente que se 
determinen no se estén prestando adecuadamente 
por parte de la ciudad capital, de acuerdo con la 
evaluación del goce efectivo de los derechos y los 
demás indicadores que las entidades nacionales 
rectoras de los diferentes sectores definan. 

CAPÍTULO III
Áreas metropolitanas y cooperación horizontal

Artículo 13. Áreas Metropolitanas en ciudades 
capitales. Adiciónese un parágrafo al artículo 8° de 
la Ley 1625 de 2013 así:

Parágrafo 5°. Las ciudades capitales y sus 
municipios circunvecinos podrán constituir áreas 
metropolitanas de acuerdo con las siguientes normas:

a)  Tendrán iniciativa, para promover su 
creación, los alcaldes de los municipios 
interesados, la tercera parte de los 
concejales de dichos municipios, el cinco 
por ciento (5%) de los ciudadanos que 
integran el censo electoral totalizados de los 
mismos municipios y el gobernador o los 
gobernadores de los departamentos a los que 
pertenezcan los municipios que se pretendan 
integrar a un área metropolitana.

b)  Los promotores del área metropolitana 
elaborarán el proyecto de constitución en 
donde se precise como mínimo: La ciudad 
capital, los municipios que la integrarán, y 
las razones que justifican su creación;

c)  El proyecto se entregará a la Registraduría 
Nacional del Estado Civil, para que dentro de 
los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha 
de recibo, esa entidad realice la verificación 
de los requisitos exigidos en los literales a) 
y b), y en caso de certificar que la propuesta 
cumple con los mismos, procederá a ordenar 
a los respectivos alcaldes y presidentes de los 
concejos municipales la realización de las 
consultas populares necesarias. Aprobada la 
consulta, se deberá realizar la protocolización 
en la Notaría Primera de la ciudad capital, 
la conformación del área metropolitana o 
el ingreso a una ya existente en un plazo no 
mayor de treinta días calendario.

Artículo 14. Instrumentos de cooperación 
horizontal. Las ciudades capitales podrán desarrollar 
instrumentos de cooperación horizontal para apoyar 
a otra ciudad capital a fin de que pueda cumplir las 
funciones que se le cedieron, condicionadamente, 
cuando se presenten inconvenientes en el desarrollo 
de la misma que puedan conducir a la reasunción de 
competencias por parte de la nación.

CAPITULO IV
Otras disposiciones

Artículo 15. Destinación de recursos. Las 
ciudades capitales podrán destinar parte de las 
transferencias que haga la nación para cubrir los 
gastos de operación administrativa que se requieran 
para el desarrollo de sus funciones institucionales 
cedidas condicionalmente en el marco de la presente 
ley.

Dichos recursos no podrán ser destinados al 
funcionamiento y operación de los concejos y 
organismos de control y vigilancia en sus territorios.

Artículo 16. Adopción de normatividad. Los 
Concejos de las ciudades capitales podrán adoptar, 
a iniciativa del alcalde y acorde con las realidades 
tributarias de la ciudad capital, las normas que 
rigen para el Distrito Capital de Bogotá en materia 
de impuesto predial unificado y de industria y 
comercio, en lo que no contraríe las disposiciones 
de tipo constitucional sobre la materia.

Artículo 17. Modifíquese el artículo 61 de la Ley 
1617 de 2013, por la cual se expide el Régimen para 
los distritos especiales. El cual quedará así:

Artículo 61. Naturaleza. En cada una de las 
localidades habrá un Fondo de Desarrollo Local, 
que tendrá un patrimonio autónomo, personería 
jurídica, cuyo ordenador del gasto será el alcalde 
distrital. Con cargo a los Fondos de Desarrollo 
Local se financiarán la prestación de los servicios, 
la construcción de las obras de competencia de las 
Juntas Administradoras Locales, las erogaciones 
que se generen por asistencia de los ediles a sesiones 
plenarias y comisiones permanentes en el periodo de 
sesiones ordinarias y extraordinarias.

Parágrafo. Por cada sesión que concurran los 
ediles su remuneración será igual a la del alcalde 
local dividida entre 20, en ningún caso podrán 
exceder la remuneración del alcalde local.

Artículo 18. Modifíquese el artículo 66 de la Ley 
1617 de 2013, por la cual se expide el Régimen para 
los distritos especiales. El cual quedará así:

Artículo 66. Representación Legal. El alcalde 
distrital será el representante legal de los fondos 
de desarrollo local y ordenador de sus gastos, pero 
podrá delegar respecto de cada fondo la totalidad 
o parte de dichas funciones en los alcaldes locales. 
El alcalde distrital expedirá el reglamento de los 
fondos.
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La vigilancia fiscal de dichos fondos corresponde 
a la Contraloría Distrital.

Artículo 19. Vigencia. Esta ley rige a partir de su 
sanción y publicación en el Diario Oficial y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., enero 22 de 2020
En Sesión Plenaria del día 10 de diciembre de 

2019, fue aprobado en segundo debate el Texto 
Definitivo, con modificaciones, del Proyecto de ley 
Orgánica número 012 de 2019 Cámara, por medio de 
la cual se crea la categoría municipal de ciudades 
capitales, se adoptan mecanismos tendientes a 
fortalecer la descentralización administrativa y 
se dictan otras disposiciones. Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992.

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 109 de diciembre 10 de 
2019, previo su anuncio en la Sesión Plenaria del 
día 9 de diciembre de 2019, correspondiente al Acta 
número 108.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
ESTATUTARIA NÚMERO 043 DE 2019 

CÁMARA

por medio de la cual se fortalecen las Veedurías 
ciudadanas para la vigilancia de la Gestión 

Pública.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto:

a) Fortalecer el ejercicio de las veedurías 
ciudadanas en las corporaciones públicas 
departamentales, distritales y municipales 
como mecanismo de control social a la 
gestión pública.

b) Garantizar el acceso y la entrega de la 
información que requieran los veedores 
ciudadanos, de tal forma que puedan realizar 
adecuadamente su trabajo y se garantice la 
vigilancia, prevención y protección de la 
inversión del gasto público y el control social 
a la ejecución de programas, proyectos y 
obras de inversión pública.

c) Contribuir con la consolidación de 
mecanismos alternativos que permitan a 
los veedores ciudadanos, potencializar 
su capacidad de control y fiscalización 
en coordinación y colaboración con las 
entidades sujetas de control social y de las 
autoridades que hacen parte de la red de 
apoyo a las veedurías.

d) Estimular e incentivar la participación de la 
población juvenil y escolar en el ejercicio 
del control social y fomentar el hábito 
del autocontrol por el gasto e inversión 
pública del Estado desde las instituciones de 
educación en todos sus niveles.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así:

Artículo 3°. Procedimiento. Para efectos de lo 
dispuesto en el artículo anterior, las organizaciones 
civiles o los ciudadanos procederán a elegir, de forma 
democrática, a los veedores. Posterior a la elección 
elaborarán un documento o acta de constitución 
en la cual conste el nombre de los integrantes, 
documento de identidad, el objeto de la vigilancia, 
nivel territorial, duración y lugar de residencia.

La inscripción de este documento se realizará 
ante las oficinas de la Defensoría del Pueblo o en 
su defecto las personerías municipales o distritales 
o ante las Cámaras de Comercio, quienes deberán 
llevar registro público de las veedurías inscritas 
en su jurisdicción. Igualmente, podrá hacerse la 
inscripción ante la Procuraduría General de la 
Nación o ante la Contraloría General de la República 
o las contralorías territoriales, de manera gratuita.

La Contraloría General de la República será la 
encargada de unificar la información del registro 
de las veedurías ciudadanas y de emitir las 
certificaciones correspondientes, para estos efectos 
los entes ante quienes se tramiten las inscripciones 
de veedurías deberán remitir copia de la inscripción 
a la Contraloría General de la República, una 
vez realizada. Las entidades receptoras de las 
inscripciones de nuevas veedurías, de manera 
mensual, deberán reportar la información a la 
Contraloría General de la República. A su vez la 
Contraloría General de República tiene la obligación 
de mantener actualizado el registro y publicarlo 
mensualmente en su página web, para poder ser 
consultado por toda la ciudadanía y las entidades 
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sobre las cuales se busque ejercer la función de 
control ciudadano.

En el caso de las comunidades indígenas esta 
función será asumida por las autoridades propias.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 17 de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así:

Artículo 17. Derechos de las veedurías:
a) Conocer las políticas, programas, proyectos, 

obras públicas, contratos, recursos 
presupuestales asignados, metas físicas 
y financieras, procedimientos técnicos 
y administrativos y los cronogramas de 
ejecución previstos para los mismos desde el 
momento de su iniciación;

b) Solicitar al funcionario de la entidad pública o 
privada responsable del programa, proyecto, 
obra pública, contrato, la adopción de los 
mecanismos correctivos y sancionatorios del 
caso, cuando en su ejecución no cumpla con 
las especificaciones correspondientes o se 
causen graves perjuicios a la comunidad.

c) Obtener de los supervisores, interventores, 
contratistas y de las entidades contratantes, 
la información que permita conocer los 
criterios que sustentan la toma de decisiones 
relativas a la gestión fiscal y administrativa.

La información solicitada por las veedurías es de 
obligatoria respuesta.

d) Con el objetivo de exponer los resultados 
de su gestión y del control social realizado, 
las personerías tendrán derecho una vez al 
año a participar en las sesiones ordinarias 
de las corporaciones públicas nacional y 
departamental, distritales y municipales 
con el objetivo de que rindan informe sobre 
las gestiones realizadas por las veedurías 
ciudadanas de su respectiva jurisdicción.

Las corporaciones públicas podrán programar 
sesiones semestrales para materializar el derecho a 
voz de las personerías.

El Congreso o las asambleas o concejos 
distritales o municipales que no garanticen o brinden 
este derecho a las personerías incurrirán en falta 
disciplinaria grave y serán sancionados conforme lo 
establezca la norma disciplinaria vigente.

e) Recibir capacitaciones sobre: creación, 
conformación, funciones y el objeto de 
control social, las cuales estarán a cargo de 
la red institucional de apoyo a las veedurías 
ciudadanas, para lo cual anualmente se 
establecerá un cronograma de capacitaciones 
que se desarrollará en las distintas regiones 
del país.

f) Recibir acompañamiento de la Contraloría 
General de la República o del Ministerio 
Público para la creación, funcionamiento 
y objeto del control social, efectividad e 
incidencia de las veedurías.

g) Interactuar con el sistema del servicio al 
ciudadano de cada entidad, y con las oficinas 
de control interno, según las responsabilidades 
de las entidades consagradas en la Ley 489 
de 1998.

h) Capacitar a nuevos veedores y veedurías.
i) Acceder a los diversos programas de 

formación y capacitación de veedores en el 
control social, para lo cual serán incluidos 
por la RIAV y demás entidades e instituciones 
públicas que adelanten formación en materia 
de veeduría ciudadana.

j) La Unidad Nacional de Protección (UNP), o 
quien haga sus veces, brindará la protección 
que las veedurías o los veedores necesiten 
para garantizar su seguridad, luego de que 
un estudio determine su nivel de riesgo. Lo 
anterior en los términos del Decreto número 
4912 de 2011 o la norma que lo modifique.

k) Los demás que reconozca la Constitución y 
la ley.

l) Para la emisión de cualquier tipo de juicio 
por parte de las veedurías en sus respectivos 
asuntos, debe garantizarse el cumplimiento 
de los requisitos establecidos legalmente 
en términos de inscripción, formalización 
y demás aspectos reglamentarios de las 
veedurías.

Parágrafo. Los documentos que deben entregar o 
expedir los servidores públicos o demás personas o 
entidades sujetas del control social, por las veedurías 
ciudadanas en ejercicio de su labor de vigilancia y 
control, se regirán por los principios de acceso a la 
información contenidos en la Ley estatutaria 1712 
de 2014, o la norma que la modifique.

La información solicitada a las entidades sujetas 
de control social es de obligatoria respuesta.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 18 de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así:

Artículo 18. Deberes de las veedurías. Son 
deberes de las veedurías:

a) Recibir informes, observaciones, y 
sugerencias que presenten los particulares, las 
comunidades organizadas, las organizaciones 
civiles y las autoridades, en relación con las 
obras, programas y actividades objeto de 
veeduría;

b) Comunicar a la ciudadanía, a través de 
informes presentados en asambleas generales 
o reuniones similares de los habitantes y 
de las organizaciones de la comunidad, 
los avances en los procesos de control y 
vigilancia que estén realizando;

c) Definir su propio reglamento de 
funcionamiento y los mecanismos de 
regulación del comportamiento de sus 
miembros;

d) Acatar el régimen de prohibiciones e 
impedimentos señalados por esta ley;
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e) Inscribirse en el registro de las personerías 
municipales y distritales o cámaras de 
comercio o ante la Procuraduría General 
de la Nación, la Contraloría General de la 
República o las contralorías territoriales;

f) Realizar audiencias públicas para rendir 
informes de control preventivo y posterior 
ejercido por la veeduría y solicitar 
información de las entidades oficiales o 
privadas que ejecuten recursos del Estado o 
prestan un servicio público;

g) Informar a las autoridades sobre los 
mecanismos de financiación y el origen de 
los recursos con que cuenta para realizar 
dicha vigilancia;

h) Tratar con respeto a los funcionarios, 
servidores públicos y ciudadanos en 
general, y abstenerse de agredirlos verbal o 
físicamente.

i) Velar por el interés general y actuar con 
transparencia, honestidad y cumplir con su 
misión de denunciar la corrupción.

j) Las demás que señalen la Constitución y la 
ley.

Parágrafo. Deberán igualmente las veedurías para 
su ejercicio otorgarse su propio reglamento interno, 
que al menos incluya un código ético, aplicable a los 
veedores integrantes de la misma.

El conjunto de las redes de veedurías propenderá, 
por la autorregulación y autocontrol, para lo cual 
expedirá un código de ética aplicable para el 
conjunto de sus asociados, y creará un régimen 
disciplinario propio, con inclusión de las instancias 
investigativas y sancionatorias respectivas, con 
arreglo a los derechos y garantías constitucionales.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 21 de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así:

Artículo 21. Redes de veedurías. Los diferentes 
tipos de veedurías que se organicen a nivel nacional 
o de las entidades territoriales, pueden establecer 
entre sí mecanismos de comunicación, información, 
coordinación y colaboración permitiendo el 
establecimiento de acuerdos sobre procedimientos y 
parámetros de acción, coordinación de actividades y 
aprovechamiento de experiencias en su actividad y 
funcionamiento, procurando la formación de una red 
con miras a fortalecer a la sociedad civil y potenciar 
la capacidad de control y fiscalización.

Se realizará al menos una audiencia pública 
anual por parte del conjunto de las veedurías tanto 
a nivel nacional, departamental y municipal, así 
como mínimo un encuentro nacional de veedores 
con la coordinación de la Procuraduría General de 
la Nación, la Contraloría General de la República, 
la Defensoría del Pueblo y el apoyo de la Secretaria 
de Transparencia, el Ministerio del Interior y 
la Defensoría del Pueblo. A nivel territorial la 
coordinación y apoyo para la realización de estos 
eventos será brindada por los respectivos entes 
territoriales y los órganos de control competentes.

La inscripción y reconocimiento de las redes de 
veedurías se podrá efectuar ante cualquiera de las 
entidades señaladas en el Literal e del Artículo 4° de 
la presente Ley.

La inscripción y reconocimiento de las redes 
de veedurías se hará ante la Cámara de Comercio, 
o ante las personerías municipales o distritales de 
cualquiera de las jurisdicciones a que pertenecen las 
veedurías que conforman la red.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 22 de la Ley 
850 de 2003, el cual quedará así:

Artículo 22. Confórmese la Red Institucional de 
Apoyo a las Veedurías Ciudadanas (RIAV) la cual se 
integrará en sus distintos niveles y responsabilidades 
en la siguiente forma:

La Procuraduría General de la Nación, la 
Contraloría General de la República, la Defensoría 
del Pueblo y el Ministerio del Interior, prestarán 
su apoyo y concurso a las veedurías ciudadanas 
y a las redes que las agrupan en todo lo relativo 
al apoyo legal y a la promoción de la vigilancia, 
para tal efecto, podrán acordar mediante convenios 
interadministrativos, acciones conjuntas en las 
materias antes mencionadas.

El Departamento Administrativo de la Función 
Pública, como parte del mejoramiento de la Gestión 
Pública en el orden nacional, diseñará metodologías 
de evaluación de la Gestión Pública, orientada a 
facilitar el ejercicio de la vigilancia por parte de las 
veedurías ciudadanas y de las redes que las agrupan 
y suministrará la información pertinente sobre los 
planes institucionales y la evaluación del Estatuto 
Anticorrupción.

La Escuela Superior de Administración Pública 
será institución de apoyo en el sistema para la 
organización de los programas de capacitación que 
demanden la veeduría ciudadana y las redes que 
las agrupan, para cuyo efecto, los organismos antes 
mencionados, tendrán en cuenta dicha institución 
como instrumentos de ejecución de sus programas 
en esta materia.

Los organismos de planeación en sus diferentes 
niveles y ámbitos de acción, suministrarán la 
información sobre los planes, programas y proyectos 
adoptados y organizarán sesiones amplias de 
explicación o instrumentos masivos de divulgación 
sobre los recursos asignados, beneficiarios y 
metodologías de seguimiento y evaluación de los 
mismos.

El Fondo de Desarrollo Comunal y la 
Participación, adscrito al Ministerio del 
Interior contribuirá e impulsará las campañas 
de conformación de veedurías y redes y las 
capacitará para el ejercicio de la vigilancia, de 
la misma manera, adelantará evaluaciones de los 
logros alcanzados por ellas y coordinará la red 
institucional de apoyo a las veedurías y ejercerá las 
demás funciones por la ley.

En los departamentos, además de la representación 
de las anteriores entidades, integrarán la Red 
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Institucional de Apoyo a las Veedurías ciudadanas, 
las contralorías departamentales, las contralorías 
distritales o municipales y la personería municipal, 
estas últimas de la capital de departamento.

Parágrafo 1°. En la RIAV tendrá asiento con voz 
y sin voto, un representante o delegado de las redes 
de veedurías.

Artículo 7°. Adiciónese el siguiente artículo a 
la Ley 850 de 2003, el cual quedará de la siguiente 
manera:

Artículo 23A. Participación de los jóvenes 
en el control social. Institucionalícese la figura 
de las veedurías escolares y universitarias en 
las instituciones educativas tanto públicas como 
privadas, con el fin de consolidar un espacio de 
participación, vinculación y de cultura del control 
social de los bienes y recursos públicos en el sector 
de la educación.

El Ministerio de Educación reglamentará, en 
coordinación con la Red Institucional de Apoyo 
a las Veedurías ciudadanas, los mecanismos y 
parámetros para la creación, funcionamiento, 
promoción, capacitación y formación de las 
veedurías escolares.

Parágrafo 1°. Las veedurías escolares y 
universitarias tendrán como objetivos:

a) Aumentar las competencias de participación 
de los estamentos de la comunidad educativa 
en los procesos de control social de la gestión 
educativa para la construcción de una cultura 
de control social en los jóvenes.

b) Reconocimiento y vinculación de los jóvenes 
como actores del control social.

c) Mayor transparencia de los programas, 
proyectos, contratos y obras en el sector 
educación para el manejo de los bienes y 
recursos.

Parágrafo 2°. Cuando las instituciones educativas 
realicen contratación o inversiones en programas, 
proyectos u obras públicas que impliquen el uso de 
recursos públicos en donde los beneficiarios sean 
la comunidad estudiantil, las veedurías escolares y 
universitarias, en acompañamiento de las personerías 
respectivas ejercerán el control social.

Parágrafo 3°. A los estudiantes que conformen 
veedurías ciudadanas escolares y ejerzan sus 
funciones durante mínimo un año, o que por el 
mismo término presten apoyo a las veedurías y redes 
de veedurías, se les reconocerá por la institución 
educativa la prestación del servicio social estudiantil 
obligatorio.

Parágrafo 4°. Las contralorías, personerías y 
secretarías de educación del respectivo territorio 
donde se creen y funcionen las veedurías escolares 
y universitarias, acompañarán y capacitarán a los 
estudiantes en el ejercicio serio y responsable del 
control social a lo público.

Artículo 8°. La RIAV en conjunto con las redes de 
veedurías tendrán espacio, por lo menos, dos veces 

al mes en el boletín del consumidor, con el objetivo 
de promover el control social de las veedurías y la 
lucha contra la corrupción.

Artículo nuevo. Las veedurías y redes de 
veedurías podrán, con relación al objeto para el cual 
fueron constituidas, participar en calidad de terceros 
en cualquiera de los procesos, acciones, actuaciones 
o investigaciones iniciadas o relacionadas con 
presuntos actos de corrupción o su prevención, con 
el fin, entre otros, de aportar material probatorio, 
impulsar el proceso, solicitar información oportuna 
del estado del mismo y adelantar o realizar cualquier 
otra actuación e intervención, garantizando la 
primacía del interés general y la efectiva participación 
ciudadana en el control social.

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., enero 30 de 2020
En Sesión Plenaria del día 10 de diciembre de 

2019 fue aprobado, en segundo debate, el Texto 
Definitivo, con modificaciones, del Proyecto de ley 
estatutaria número 043 de 2019 Cámara, por medio 
de la cual se fortalecen las veedurías ciudadanas 
para la vigilancia de la gestión pública. Esto con el 
fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992.

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 109 de diciembre 10 de 
2019, previo su anuncio en la Sesión Plenaria del 
día 9 de diciembre de 2019, correspondiente al Acta 
número 108.
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 064 DE 2019 CÁMARA

por medio de la cual se crean garantías a mujeres 
y hombres cabeza de familia en acceso a sus 
servicios financieros y se adicionan la Ley 82 
de 1993, modificada por la Ley 1232 de 2008  

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Modifíquese artículo 11 de la Ley 

1232 de 2008, que modificó el artículo 15 de la Ley 
82 de 1993 el cual quedará así:

Artículo 11. Flexibilización y apoyo crediticio. 
El Gobierno nacional diseñará instrumentos y 
estrategias que faciliten y permitan el acceso a los 
hombres y mujeres cabeza de familia, a los servicios 
financieros, brindándoles acompañamiento y 
capacitación permanente, a fin de reducir la pobreza.

Parágrafo 1º. Todos los establecimientos de 
crédito de carácter público, o con participación 
de dineros públicos, que otorguen, préstamos 
para adquisición de vivienda nueva o usada, que 
estén garantizados con hipotecas de primer grado 
constituidas sobre las viviendas financiadas; darán 
prioridad en la asignación a las mujeres y hombres 
cabeza de familia luego de realizar el estudio de 
crédito respectivo, en caso de existir reporte en las 
centrales de riesgo no podrán negarlos, siempre y 
cuando haya cesado la obligación y se encuentre 
a paz y salvo por todo concepto. Lo anterior, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 
546 de 1999.

Parágrafo 2º. Todas las entidades del Estado que 
otorguen mejoramiento de vivienda urbana y/o rural, 
deberán priorizar la adjudicación de dicho beneficio, 
para mujeres y hombres cabeza de familia.

Parágrafo 3º. Las entidades financieras 
establecerán, en favor de mujeres y hombres cabeza 
de familia una tasa de interés para los créditos 
hipotecarios que no sobrepase el 75% de la tasa 
normal que cobran los establecimientos financieros 
de los que habla la ley. 

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 12 de la Ley 
1232 de 2008, que modificó el artículo 17 de la Ley 
82 de 1993 el cual quedará así:

Artículo 12. Desarrollo del principio de 
igualdad. En aplicación del principio de igualdad 
de oportunidades a favor de las mujeres y 
hombres  cabeza de familia, las entidades públicas 
nacionales y territoriales a las cuales corresponda 
por aplicación de normas vigentes al efecto, que 
ofrezcan programas de desarrollo social, deberán 
fijar en la formulación y ejecución de los mismos, 
un porcentaje en los presupuestos para proyectos 
destinados a las mujeres y hombres  cabeza de 
familia que contemplen capacitación técnica de 
acuerdo con la oferta y la demanda, de apoyo a 
cadenas productivas y a procesos organizacionales, 

como componente solidario en la ejecución de 
proyectos sociales de desarrollo que les permitan 
generar recursos y empleo digno y estable. El 
Gobierno nacional reglamentará la materia.

Paragrafo 1°. El Ministerio de Vivienda, 
en el término de 6 meses, contados a partir de la 
promulgación de la presente ley, deberá definir los 
recursos ofrecidos para programas de desarrollo 
social dirigidos a las mujeres y hombres cabeza de 
familia, esta destinación de recursos se hará a partir 
de la reorganización de las fuentes de financiación 
disponibles en cada vigencia presupuestal, con la 
cual no se generará más gasto público.

Parágrafo 2º. El Ministerio de vivienda a partir 
de la promulgación y divulgación de la presente ley 
no superior a un año, solicitará a todas las entidades 
públicas nacionales y territoriales, a las cuales 
corresponda la aplicación de las normas vigentes 
para tal efecto, estadísticas y cifras de los programas 
ofrecidos, determinando el cumplimiento de la 
inclusión de las mujeres y hombres cabeza de familia 
en tales programas.

Artículo 3º. Aplicación. El Ministerio de Salud 
y Protección Social, en un plazo no mayor a ocho 
(8) meses, creará y administrará una base de datos y 
plataforma por medio de la cual se podrá registrar, 
verificar y certificar la calidad de mujer u hombre 
cabeza de familia. Lo anterior, en armonía con el 
parágrafo único del artículo 2° de la ley 82 de 1993, 
cuya obligación se extenderá a los hombres cabeza 
de familia

Parágrafo 1º. El Gobierno nacional a través 
del Ministerio de Salud y Protección Social y el 
Ministerio de Vivienda, en un plazo no superior a 
ocho (8) meses reglamentará la materia.

Artículo 4º. El Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Salud y Protección Social, en un 
término máximo de doce (12) meses después de 
la entrada en vigencia de la presente ley, deberá 
estructurar y elaborará una estrategia nacional de 
formación de familia.

Artículo 5º. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., enero 28 de 2020
En Sesión Plenaria del día 10 de diciembre de 

2019, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo sin modificaciones del Proyecto de ley 
número 064 de 2019 Cámara, por medio de la 
cual se crean garantías a mujeres y hombres cabeza 
de familia en acceso a sus servicios financieros y 
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se adicionan la Ley 82 de 1993, modificada por la 
Ley 1232 de 2008 y se dictan otras disposiciones”. 
Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga 
su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 109 de diciembre 10 de 
2019, previo su anuncio en la Sesión Plenaria del 
día 9 de diciembre de 2019, correspondiente al Acta 
número 108.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 120 DE 2019 CÁMARA
por la cual se dota a las asociaciones mutualistas 
de identidad, autonomía y vinculación a la 
economía del país como empresas solidarias y se 

establecen otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

DE LA NATURALEZA JURÍDICA, 
CONSTITUCIÓN Y RÉGIMEN INTERNO  
DE LAS ASOCIACIONES MUTUALISTAS

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. El objeto la presente ley es 
dotar a las asociaciones mutualistas de un marco 
jurídico adecuado que garantice su identidad, su 
autonomía, su vinculación activa a la economía del 
país, y el reconocimiento por parte del Estado como 
modalidades empresariales solidarias con fines de 
mejoramiento social.

Artículo 2°. Definición y naturaleza. Las 
asociaciones mutualistas son empresas de economía 
solidaria, de derecho privado, cuya naturaleza es 
sin ánimo de lucro, inspiradas en la solidaridad, 
con fines de interés social, constituidas libre y 
democráticamente por la asociación de personas 
naturales, personas jurídicas sin ánimo de lucro, o 
la mezcla de las anteriores, que se comprometen a 
realizar contribuciones al fondo social mutual, con el 
objeto de ayudarse mutuamente para la satisfacción 
de sus necesidades y de la comunidad en general, 
siempre en razón del interés social o del bienestar 
colectivo. 

Las asociaciones mutualistas podrán realizar todo 
tipo de actividades relacionadas con la previsión, la 
promoción, la protección social, así como constituir 
y organizar emprendimientos asociativos para la 
producción de bienes y otros servicios buscando el 
mejoramiento económico, cultural y social de sus 
asociados y la comunidad.

Artículo 3°. Acuerdo y actos mutual. Se denomina 
acuerdo mutual el contrato de asociación por medio 
del cual unas personas naturales o jurídicas de 
naturaleza jurídica sin ánimo de lucro acuerdan 
conformar una persona jurídica distinta de sus 
asociados, capaz de contraer obligaciones y ejercer 
derechos.

Dicho contrato de asociación se formaliza con 
la asamblea general de constitución, en la que 
los asociados fundadores aprueban los estatutos 
que regirán a la asociación mutualista y eligen a 
los miembros de los órganos de administración 
y control. Será prueba del contrato en mención 
el acta de constitución suscrita por los asociados 
fundadores.

Una vez que se constituye y nace a la vida 
jurídica la asociación mutualista, esta puede realizar 
los actos mutuales que se indican a continuación, 
con la finalidad de desarrollar su objeto social:

1.  Entre asociaciones mutualistas. 
2.  Entre asociaciones mutualistas y 

organizaciones de la economía solidaria.
3.  Entre asociaciones mutualistas y personas 

jurídicas de similar naturaleza jurídica (sin 
ánimo de lucro).

4.  Entre asociaciones mutualistas y sus 
asociados y,

5.  Entre asociaciones mutualistas y terceros 
distintos de sus asociados, en los casos en 
que los estatutos permitan tal extensión de 
servicios. 

Parágrafo: Se entiende como acto mutual el 
negocio jurídico que crea, modifica o extingue una 
obligación, realizado por la asociación mutualista 
en cumplimiento de su objeto social, otras personas 
jurídicas u otras personas naturales determinadas 
por la ley.

Artículo 4°. Principios. Toda asociación mutual 
se regirá por los siguientes principios:

1. Espíritu de solidaridad, cooperación, 
participación y ayuda mutua.

2. Administración democrática, participativa, 
autogestionaria y emprendedora.

3. Adhesión voluntaria, responsable y abierta.
4. Participación económica de los asociados.
5. Formación e información para sus 

miembros, de manera permanente, oportuna 
y progresiva.

6. Autonomía, autodeterminación y auto-
gobierno.

7. Servicio a la comunidad.
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8. Integración con otras organizaciones del 
mismo sector.

9. Promoción de la cultura ecológica.
10. Primacía del ser humano, su trabajo y sus 

mecanismos de cooperación sobre los 
medios de producción.

11. Propiedad asociativa y solidaria sobre los 
medios de producción.

Artículo 5°. Características. Toda asociación 
mutual deberá reunir las siguientes características:

1. Que se cree y administre de conformidad con 
los principios de las asociaciones mutualistas 
y las organizaciones de la economía solidaría.

2. Que establezca contribuciones económicas 
a sus asociados para la prestación de los 
servicios de las asociaciones mutualistas, las 
cuales no son retornables a sus asociados.

3. Que el patrimonio y el número de asociados 
sea variable e ilimitado.

4. Que realice permanentemente actividades de 
educación mutual.

5. Que garantice la igualdad de derechos 
y obligaciones de los asociados, sin 
consideración al monto de sus contribuciones.

6. Que establezca la no devolución de las 
contribuciones de los asociados y la 
irrepartibilidad del remanente patrimonial en 
caso de liquidación.

7. Que su duración sea indefinida.
8. Que promueva la participación e integración 

con otras entidades que tengan como fin el 
desarrollo integral del ser humano.

9.  Que los estatutos establezcan su naturaleza 
jurídica sin ánimo de lucro, por lo que 
se debe señalar que son irrepartibles las 
reservas sociales y los fondos, y en caso de 
liquidación, el remanente patrimonial y sus 
excedentes serán destinados a la prestación 
de servicios de carácter social.

10.  Que las asociaciones mutualistas se 
organicen como empresas, que contemplen 
en su objeto social el ejercicio de una 
actividad socioeconómica tendiente a 
satisfacer necesidades de sus asociados y el 
desarrollo de obras de servicio comunitario.

11.  Que establezca un vínculo común asociativo, 
fundado en los principios y fines aplicables a 
las organizaciones de la economía solidaria. 

Artículo 6°. Objetivos de las asociaciones 
mutualistas. Las asociaciones mutualistas se 
constituirán y desarrollarán sus actividades 
en cumplimiento con los siguientes objetivos 
principales:

1. Promover el desarrollo integral del ser 
humano, mediante el mejoramiento de 
las condiciones de vida de sus asociados e 
inmediatos beneficiarios.

2. Generar prácticas que consoliden una 
corriente vivencial de pensamiento solidario, 
crítico, creativo y emprendedor, como medio 
para alcanzar el desarrollo y la paz de los 
pueblos.

3. Contribuir al desarrollo económico, 
mediante la realización de su objeto social 
y la participación en el diseño y ejecución 
de planes, programas y proyectos de orden 
territorial.

4. Contribuir al ejercicio y perfeccionamiento 
de la democracia participativa.

5. Garantizar a sus miembros la participación 
y acceso a la formación, el trabajo, la 
propiedad, la información, la gestión y 
distribución equitativa de beneficios sin 
discriminación alguna.

Artículo 7°. Responsabilidad. La responsabilidad 
de las asociaciones mutualistas para con los terceros 
se limita al monto de su patrimonio social.

Artículo 8°. Prohibiciones. A ninguna asociación 
mutualista le será permitido:

1.  Establecer acuerdos con sociedades 
comerciales que las hagan participar 
directa o indirectamente de los beneficios 
o prerrogativas que las leyes otorguen a las 
asociaciones mutualistas o que beneficien a 
los directivos de estas a nivel personal. 

2.  Establecer restricciones o llevar a cabo 
prácticas que impliquen discriminaciones 
sociales, económicas, religiosas, o políticas.

3.  Conceder ventajas o privilegios a los 
promotores, empleados y fundadores. 

4.  Conceder a sus administradores, en 
desarrollo de las funciones propias de sus 
cargos, porcentajes, comisiones, prebendas, 
privilegios o similares que perjudiquen el 
cumplimiento de su objeto social o afecten a 
la entidad.

5.  Desarrollar actividades distintas a las 
estipuladas en sus estatutos.

6.  Transformarse en sociedad mercantil. 
CAPÍTULO II

De la constitución, registro y reconocimiento
Artículo 9°. Constitución. Las asociaciones 

mutualistas se constituirán con un mínimo de veinte 
(20) asociados, personas naturales o jurídicas sin 
ánimo de lucro que se encuentren debidamente 
constituidas. La constitución se llevará a cabo en 
asamblea general, de la cual se dejará constancia 
en documento privado denominado acta, la cual 
deberá ser registrada en la cámara de comercio de 
su jurisdicción, de conformidad con el Decreto Ley 
019 de 2012.

El acta de la asamblea general de constitución 
deberá establecer por lo menos los siguientes 
aspectos: (i) fecha, hora y lugar en la que se reúnen 
los asociados; (ii) nombre completo, número 



Página 12 Lunes, 17 de febrero de 2020 Gaceta del Congreso  71

de documento de identidad y domicilio de los 
asociados; (iii) Orden del Día; (iv) constancia 
de la aprobación de los estatutos de la asociación 
mutual; (v) constancia de la aprobación del monto 
de las contribuciones que entregarán los asociados, 
forma y periodicidad de pago y (vi) elección de 
los miembros que integrarán los organismos de 
administración y control de la asociación.

La persona jurídica que conforma la asociación 
mutual nace a partir de la inscripción en el registro 
de la cámara de comercio del domicilio principal de 
dicha organización del acta de la asamblea general 
de constitución.

Parágrafo 1°. Las asociaciones mutualistas se 
podrán constituir con la participación de personas 
jurídicas, sin perjuicio del número mínimo de 
asociados requeridos de conformidad con el inciso 
primero del presente artículo.

Parágrafo 2°. En ningún caso las personas 
jurídicas podrán superar el veinte por ciento (20%) 
de los asociados.

Artículo 10. Denominación. Las expresiones 
Mutual, Mutualidades, Socorros Mutuos y Auxilio 
Mutuo sólo podrán ser usadas por las asociaciones 
mutualistas. A Los terceros que infrinjan esta norma 
o que se aprovechen de los derechos y prerrogativas 
que la ley conceda a las asociaciones mutualistas, 
se les aplicarán las sanciones previstas en las 
disposiciones vigentes sobre la materia.

Artículo 11. Disposiciones Estatutarias. El 
estatuto de toda asociación mutual deberá contener:

1. Razón social, naturaleza, domicilio y ámbito 
territorial de operaciones.

2. Objeto social y relación de servicios.
3. Derechos y deberes de los asociados; 

condiciones para su admisión, retiro, 
exclusión y determinación del órgano 
competente para su decisión.

4. Régimen de sanciones, causales y 
procedimientos.

5. Procedimientos para resolver diferencias o 
conflictos transigibles entre los asociados, y 
entre estos y la asociación mutual.

6. Régimen de organización interna, 
constitución, representación legal, 
procedimientos y funcionamiento 
de los órganos de administración y 
control; requisitos, incompatibilidades, 
responsabilidades, forma de elección y 
remoción de sus miembros.

7. Régimen económico donde se establezca 
una cuota de contribución, su forma de pago 
y periodicidad.

8. Régimen de responsabilidad de la asociación 
mutual y de sus asociados.

9. Normas para fusión, escisión, transformación, 
disolución y liquidación.

10.  Procedimientos para la reforma del estatuto.

11.  Las demás estipulaciones que se consideren 
necesarias para asegurar el adecuado 
cumplimiento del objeto social.

Parágrafo 1°. El estatuto será reglamentado 
por la junta directiva con el propósito de facilitar 
su aplicación en el funcionamiento interno y en el 
desarrollo de sus actividades.

Parágrafo 2°. Las reformas del estatuto serán 
aprobadas en asamblea general.

Artículo 12. Reformas estatutarias. Las 
asociaciones mutualistas cuentan con autonomía 
para reformar sus estatutos. Una vez aprobados 
deberán ser registrados en la Cámara de Comercio 
donde se encuentre registrada la asociación mutual, 
surtido este trámite, se deberá enviar copia a la 
Superintendencia de Economía Solidaria o la entidad 
que haga sus veces para su respectivo control de 
legalidad.

Parágrafo. Las reformas estatutarias serán 
aprobadas de conformidad con lo establecido en el 
artículo 32 de la presente ley.

CAPÍTULO III
De los asociados

Artículo 13. Asociados. Podrán ser asociados de 
las asociaciones mutualistas:

1.  Las personas naturales legalmente capaces y 
los menores de edad a través de representante 
legal.

2. Las personas jurídicas de derecho privado 
sin ánimo de lucro que se encuentren en 
ejercicio.

3. Los herederos legítimos del asociado.
Parágrafo. La calidad de asociado se adquiere 

cuando se suscribe el acuerdo mutual.
Artículo 14. Derechos de los asociados. Serán 

derechos de los asociados:
1. Beneficiarse o disponer de las prestaciones 

mutuales que se tengan establecidas 
estatutariamente.

2. Participar de la administración, mediante el 
desempeño de cargos sociales.

3. Ser informados y fiscalizar la gestión de 
la asociación mutual, de acuerdo con las 
prescripciones estatutarias.

4. Ejercer actos de decisión y elección en los 
órganos de administración y control.

5. Retirarse voluntariamente.
Artículo 15. Deberes de los asociados. Serán 

deberes de los asociados: 
1.  Observar las disposiciones del estatuto y los 

reglamentos que rijan la asociación mutual.
2.  Participar de las actividades de la asociación 

mutual, definidas en su estatuto, y realizar 
con ella las operaciones propias de su objeto 
social.
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3.  Aceptar y cumplir las decisiones de los 
órganos de administración y control.

4  Comportarse responsablemente y ejercer 
actos de solidaridad en sus relaciones con la 
asociación mutual y con los asociados de la 
misma.

5.  Abstenerse de efectuar actos o de incurrir 
en omisiones que afecten la estabilidad 
económica o el prestigio social de la 
asociación mutual.

6.  Adquirir conocimientos sobre los principios 
básicos del mutualismo y participar en los 
programas de educación mutual.

7.  Pagar oportunamente las contribuciones y 
cumplir las demás obligaciones económicas 
que establezca y adquiera con la asociación 
mutual.

8.  Dar efectivo cumplimiento al acto mutual.
9.  Las demás que estipulen el estatuto.
Parágrafo. El ejercicio de los derechos estará 

condicionado al cumplimiento de los deberes, con 
excepción del numeral 5 del artículo 18. 

Artículo 16. Pérdida del carácter de asociados. 
La calidad de asociado se perderá por retiro 
voluntario, exclusión, fallecimiento del asociado 
persona natural, disolución o transformación del 
asociado persona jurídica. El estatuto de cada 
asociación mutual establecerá los procedimientos 
que deberán observarse en cada caso.

Artículo 17. Régimen disciplinario. El estatuto 
de cada asociación mutual deberá establecer 
los procedimientos disciplinarios, las sanciones 
aplicables y los organismos competentes para 
ejercer tales funciones. Para el efecto se consagrarán 
las causales de exclusión o de suspensión, y se 
garantizarán los derechos de defensa y debido 
proceso.

CAPÍTULO IV
Del régimen económico

Artículo 18. Patrimonio. El patrimonio de las 
asociaciones mutualistas es de carácter irrepartible 
y estará constituido por:

1. El fondo social mutual;
2. Los fondos y reservas permanentes; 
3. Las donaciones o auxilios que se reciban con 

destino al incremento patrimonial.
Artículo 19. Fondo Social Mutual. El fondo social 

mutual es el conjunto de bienes integrados por (i) 
las contribuciones que realizan los asociados según 
las prescripciones estatutarias y reglamentarias 
que regulen dicha materia; (ii) los excedentes de 
ejercicio que destine la asamblea general acorde con 
lo dispuesto en el artículo 28 de la presente ley y 
(iii) las donaciones con destinación específica para 
este fondo. 

Artículo 20. Contribuciones. Se denominan 
contribuciones las cuotas periódicas obligatoriamente 

aportadas por los asociados de las asociaciones 
mutualistas para incrementar el fondo social mutual. 

Dichas contribuciones podrán ser en dinero, 
especie y trabajo convencionalmente avaluados. Para 
tal fin los estatutos y reglamentos de las asociaciones 
mutualistas determinarán el procedimiento para 
establecer el valor de las contribuciones aportadas en 
especie y en trabajo. Si los estatutos y reglamentos 
guardan silencio sobre el valor de las aportaciones 
en especie o en trabajo, se aplicará el procedimiento 
que establece el Código de Comercio respecto de 
las sociedades comerciales, en la medida que no 
desvirtúe la naturaleza jurídica de la asociación 
mutual. 

Las contribuciones pueden ser ordinarias o 
extraordinarias. Las primeras son las que fijan 
los estatutos y reglamentos, y las segundas las 
que aprueba la asamblea general para situaciones 
extraordinarias.

Artículo 21. Fondos mutuales. Representan el 
conjunto de las contribuciones que los asociados 
de la asociación mutualista realizan obligatoria 
o voluntariamente, de acuerdo con lo definido 
en los estatutos y reglamentos, para adelantar las 
actividades propias de su objeto social. Dichos 
fondos mutuales presuponen un convenio o contrato 
del que emana una determinada obligación de 
contribución económica y el derecho de percibir unos 
beneficios sociales. Las diferentes condiciones de la 
contribución a estos fondos estarán determinadas 
por los reglamentos.

Parágrafo 1°. La percepción de beneficios sociales, 
que supone una contraprestación, se realizará con 
cargo al fondo mutual hasta su agotamiento. Esto 
es, el fondo mutual responderá hasta el monto total 
del mismo.

Parágrafo 2°. Los fondos mutuales se crearán 
e incrementarán con la contribución directa de los 
asociados, pero la asamblea general podrá aplicar 
recursos para su incremento con cargo al remanente 
de los excedentes anuales o por disposición de la 
junta directiva con cargo al presupuesto anual.

Artículo 22. Fondo de educación mutual. 
Las asociaciones mutualistas tendrán un fondo 
permanente de educación mutual, el cual tendrá por 
objeto habilitar medios económicos que permitan 
la información, formación, capacitación, asistencia 
técnica e investigación de sus asociados, directivos, 
administradores y beneficiarios. El fondo de 
educación mutual se podrá crear y mantener por:

1. Donaciones con destinación específica para 
educación.

2. Partidas definidas en el presupuesto de 
gastos.

3.  Excedentes obtenidos de actividades 
especiales para obtener recursos para 
educación que permitan incrementar el 
fondo de educación

Artículo 23. Otras reservas y fondos. El estatuto, 
la asamblea general y la junta directiva podrán 
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establecer la forma de crear y/o incrementar otras 
reservas y fondos, de naturaleza patrimonial o pasiva, 
para fines determinados, claramente justificados, 
definidos y reglamentados. Una vez constituidos, 
podrán prever en sus reglamentos y presupuestos, 
incrementos progresivos de estas reservas y fondos, 
con cargo al ejercicio económico anual.

Artículo 24. Asignación de excedentes. Los 
excedentes son irrepartibles entre los asociados, y 
la asamblea general será la encargada de decidir su 
aplicación, de acuerdo con los siguientes criterios:

1.  Si el resultado del ejercicio económico es 
positivo, se destinará hasta un cincuenta por 
ciento (50%) para incrementar el fondo social 
mutual y su reserva patrimonial; así como 
crear y mantener un fondo de educación 
mutual, un fondo de solidaridad y un fondo 
de imprevistos. La reserva de protección 
del fondo social mutual se constituirá e 
incrementará con el 10% de los excedentes 
anuales. Cada fondo deberá contar por lo 
menos con un cinco por ciento (5%).

2.  El remanente quedará a disposición de la 
asamblea general para crear nuevas reservas 
o fondos, o para incrementar los ya existentes.

Parágrafo. No obstante, lo anterior, el excedente 
de las asociaciones mutualistas se aplicará en 
primer término a compensar pérdidas de ejercicios 
anteriores. Cuando la reserva de protección del fondo 
social mutual se hubiere empleado para compensar 
pérdidas, la primera aplicación del excedente será 
para restablecer la reserva al nivel que tenían antes 
de su utilización.

Artículo 25. Período de Ejercicio Económico. Las 
asociaciones mutualistas tendrán ejercicios anuales 
que se cerrarán a 31 de diciembre. Al término de 
cada ejercicio se cortarán las cuentas y se elaborarán 
los informes financieros de propósito general.

Artículo 26. Inembargabilidad de las 
contribuciones. Las contribuciones que los asociados 
efectúan para formar e incrementar el fondo mutual 
son inembargables, no reembolsables e irrepartibles. 
Tampoco constituyen cuotas de administración ni 
contrato de compraventa.

CAPÍTULO V
De la dirección, administración y control

Artículo 27. Órganos de administración. La 
administración de las asociaciones mutualistas estará 
a cargo de la asamblea general, la junta directiva y el 
representante legal.

Artículo 28. Asamblea General. La asamblea 
general será el órgano máximo de administración 
y sus decisiones son obligatorias para todos los 
asociados, siempre que se hayan adoptado de 
conformidad con las normas legales, estatutarias 
o reglamentarias. La constituirá la reunión de los 
asociados hábiles o de los delegados elegidos por 
estos.

Parágrafo 1.  Son asociados hábiles los 
regularmente inscritos en el registro social que no 

tengan suspendidos sus derechos y se encuentren 
al corriente en el cumplimiento de todas sus 
obligaciones con la asociación mutual al momento 
de la convocatoria.

Parágrafo 2.  Los estatutos podrán establecer que 
la asamblea general de asociados sea sustituida por 
la asamblea general de delegados, cuando aquella se 
dificulte en razón del número de asociados, o por los 
asociados se encuentren domiciliados en diferentes 
municipios del país, o cuando su realización resulte 
desproporcionadamente onerosa en consideración 
a los recursos de la asociación mutual. El número 
mínimo de delegados será de veinte (20). Los 
delegados serán elegidos en el número y para 
el periodo previsto en los estatutos. La junta 
directiva reglamentará el procedimiento de elección 
que en todo caso deberá garantizar la adecuada 
información y participación de los asociados.  A la 
asamblea general de delegados le serán aplicables, 
en lo pertinente, las normas relativas a la asamblea 
general de asociados. 

Artículo 29. Clases de asambleas. Las 
reuniones de asamblea general serán ordinarias o 
extraordinarias. Las primeras se celebrarán durante 
los primeros tres meses de cada año para el ejercicio 
de las funciones regulares. Las extraordinarias 
podrán reunirse en cualquier época del año, con el 
objeto de tratar asuntos imprevistos o de urgencia 
que no puedan postergarse hasta la siguiente 
asamblea general ordinaria. Las asambleas generales 
extraordinarias sólo podrán tratar los asuntos para 
las cuales fueron convocadas y los que se deriven 
estrictamente de estos.

Artículo 30. Convocatoria. La asamblea general 
ordinaria o extraordinaria será convocada por la junta 
directiva para fecha, hora, lugar y objeto determinado 
y se hará conocer a los asociados con quince (15) 
días hábiles de antelación a la asamblea general. La 
junta de control social, el revisor fiscal o un diez 
(10%) de los asociados hábiles podrán solicitar a la 
junta directiva, la convocatoria de asamblea general 
extraordinaria. El estatuto de la asociación mutual 
determinará los procedimientos y la competencia 
para efectuar la convocatoria a asamblea general 
ordinaria, cuando la junta directiva no la realice 
dentro del plazo establecido en la presente ley o 
desatienda la petición de convocar la asamblea 
extraordinaria. La convocatoria se hará conocer a 
los asociados hábiles o delegados elegidos, en la 
forma y términos previstos en el estatuto. 

Parágrafo. La junta directiva expedirá la lista de 
asociados hábiles e inhábiles y la junta de control 
social verificará su exactitud. Para conocimiento 
de los asociados, la relación de asociados inhábiles 
será publicada, de acuerdo con los procedimientos 
previstos en el estatuto.

Artículo 31. Quórum. La asistencia de la mitad de 
los asociados hábiles o de los delegados convocados 
constituirá quórum para deliberar y adoptar 
decisiones válidas. Si dentro de la hora siguiente a la 
señalada para su iniciación no se hubiere integrado 
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este quórum, la asamblea podrá deliberar y adoptar 
decisiones válidas con un número de asociados no 
inferior al diez por ciento (10%) del total de los 
asociados hábiles, ni al cincuenta por ciento (50%) 
del número mínimo requerido para constituir una 
asociación mutual. Para el caso de las asambleas 
generales de delegados el número mínimo de 
estos será de veinte (20) y el quórum mínimo será 
del cincuenta por ciento (50%) de los elegidos y 
convocados, siempre que dicho porcentaje no sea 
inferior al mínimo de delegados que requiere una 
asamblea de delegados. Una vez constituido el 
quórum, este no se entenderá desintegrado por el 
retiro de alguno o algunos de los asistentes, siempre 
que se mantenga el mínimo establecido en el inciso 
anterior.

Artículo 32. Mayorías. Por regla general, las 
decisiones de la asamblea general se tomarán por 
mayoría de votos de los asociados o delegados 
asistentes. Para la reforma del estatuto y la fijación 
de contribuciones extraordinarias se requerirá el 
voto de las dos terceras partes de los asociados o 
delegados asistentes, así como para la determinación 
de la fusión, transformación, escisión y disolución 
para liquidación.

La elección de los órganos de administración y 
control social se hará mediante los procedimientos 
o sistemas que determine el estatuto. Cuando se 
adopte el de las listas o planchas, se aplicará el 
sistema de cuociente electoral. En las asambleas 
generales corresponderá a cada asociado un solo 
voto, y los asociados o delegados convocados no 
podrán delegar su representación en ningún caso y 
para ningún efecto.

 Las personas jurídicas asociadas a la asociación 
mutual participarán en las asambleas generales de 
éstas, por intermedio de su representante legal o de 
la persona que este delegue.

Artículo 33. Funciones de la asamblea. La 
asamblea general ejercerá las siguientes funciones:

1. Establecer las políticas y directrices 
generales de la asociación mutual para el 
cumplimiento del objetivo social.

2. Reformar el estatuto.
3. Examinar los informes de los órganos de 

administración y control.
4. Considerar, aprobar o improbar los estados 

financieros de fin de ejercicio.
5. Fijar contribuciones extraordinarias.
6. Elegir los miembros de la junta directiva y 

de la junta de control social.
7. Nombrar el revisor fiscal y su suplente y fijar 

su remuneración cuando hubiere lugar.
8. Decidir la fusión, incorporación, trans-

formación, escisión y liquidación de la 
asociación mutual.

9. Las demás que le señalen las leyes y el 
estatuto.

Artículo 34. Junta directiva. La junta directiva 
es el órgano de administración permanente de la 
asociación mutual, subordinado a las directrices y 
políticas de la asamblea general. Estará integrada 
por un mínimo de cinco (5) asociados, con sus 
respectivos suplentes numéricos. Su período, las 
causales de remoción y sus funciones se fijarán en 
el estatuto, el cual podrá consagrar la renovación 
parcial de sus miembros en cada asamblea general. 
Tendrá la facultad de designar el representante legal 
de conformidad con los requisitos y procedimientos 
que defina el estatuto. Las atribuciones de la junta 
directiva serán las necesarias para la realización del 
objeto social; se consideran atribuciones implícitas 
las no asignadas expresamente a otros órganos por 
la ley o por el estatuto.

Parágrafo: Los estatutos de las asociaciones 
mutualistas y las asambleas generales definirán los 
criterios que se exigirán a las personas que aspiren a 
ser miembros de los órganos de dirección y control, 
teniendo en cuenta la integridad ética, el compromiso 
social, nivel educativo, aptitudes y conocimientos.

Artículo 35. Representante legal. Las asociaciones 
mutualistas tendrán un representante legal quien 
será responsable de ejecutar las prescripciones 
estatutarias, las decisiones de la asamblea general, 
de la junta directiva y los requerimientos de las 
entidades gubernamentales encargadas de la 
economía solidaria. El representante legal será 
designado por la junta directiva, acorde con las 
disposiciones que se fijen en el estatuto; la órbita 
de sus actuaciones, requisitos, incompatibilidades y 
funciones serán precisadas en este.

Artículo 36. Órganos de control. Las funciones 
de control social y técnico de las asociaciones 
mutualistas, estarán a cargo de la junta de control 
social y la revisoría fiscal, respectivamente.

Parágrafo. Las asociaciones mutualistas que 
realicen operaciones de ahorro y crédito deberán 
establecer en su respectivo estatuto la conformación 
de un comité de control para el ahorro y el crédito, 
encargado de velar por el cumplimiento de las 
normas legales vigentes en la materia.

Artículo 37. Junta de control social. La junta de 
control social será elegida por la asamblea general 
y ejercerá las funciones fijadas en el estatuto, de 
acuerdo con las normas generales sobre el ejercicio 
del control social, siempre y cuando no correspondan 
a las asignadas a otros órganos sociales. El número de 
integrantes será mínimo de tres (3) con sus suplentes 
personales; su período y sistema de elección serán 
previstos en el estatuto. 

Artículo 38. Revisor Fiscal. Por regla general la 
asociación mutual tendrá un revisor fiscal con su 
respectivo suplente, elegido en la asamblea general, 
con su asignación. Su período, sistema de elección 
y funciones serán previstos en el estatuto. Los 
requisitos para su designación y procedimientos de 
actuación serán los definidos en las normas legales 
vigentes sobre la materia.



Página 16 Lunes, 17 de febrero de 2020 Gaceta del Congreso  71

Artículo 39. Incompatibilidades. Los miembros 
de las juntas de control social no podrán ser 
simultáneamente miembros de la junta directiva, ni 
llevar asuntos de la asociación mutual en calidad de 
empleado o asesor. 

Los miembros de la junta directiva no podrán 
celebrar contratos de prestación de servicios o de 
asesoría con la entidad.

Parágrafo 1°. Los cónyuges, compañeros 
permanentes, y quienes se encuentren dentro del 
segundo grado de consanguinidad o de afinidad y 
primero civil de los miembros de la junta directiva; 
del representante legal de la junta de control social o 
del revisor fiscal de la asociación mutual no podrán 
celebrar contratos de prestación de servicios o de 
asesoría con esa organización.

Parágrafo 2°. La aprobación de los créditos que 
soliciten el representante legal; los miembros de la 
junta directiva o los miembros de la junta de control 
social de las asociaciones mutualistas, corresponderá 
al órgano, comité o estamento que de conformidad 
con los estatutos y reglamentos de la asociación 
mutual sea creado para tal efecto.  

Artículo 40. Actas. Las actas de las reuniones 
de los órganos de administración y control de 
la asociación mutual, debidamente firmadas y 
aprobadas, serán pruebas suficientes de los hechos 
que consten en ellas.

Parágrafo 1°. Las actas de los órganos de 
administración y control de las asociaciones 
mutualistas se encabezarán con fecha y número 
consecutivo y contendrán, por lo menos, la 
siguiente información: (i) lugar, fecha y hora de 
reunión; (ii) forma y antelación de la convocatoria; 
(iii) nombre y número de asistentes; (iv) los 
asuntos tratados y (v) las decisiones adoptadas, 
señalando el número de votos emitidos en favor, 
en contra o en blanco. 

Parágrafo 2. Compete a los jueces civiles 
municipales, o quien haga sus veces, el conocimiento 
de las impugnaciones de los actos o decisiones de 
la asamblea general y de la junta directiva de las 
asociaciones mutualistas, cuando no se ajusten a la 
ley o a sus estatutos, o cuando excedan los límites 
del objeto social. El procedimiento será el abreviado 
previsto en el Código General del Proceso.

CAPÍTULO VI
De los servicios

Artículo 41. Prestaciones mutuales. Son 
prestaciones mutuales el conjunto de los productos 
y servicios que establezcan las asociaciones 
mutualistas para la satisfacción de necesidades de 
los asociados, sus familias y la comunidad. Estos 
productos y servicios pueden ser de asistencia 
médica, farmacéutica, funeraria, subsidios, ahorro 
y crédito, de previsión exequial, gestión para el 
empleo, proyectos de diferentes líneas productivas, 
actividades culturales, ambientales, educativas, 
deportivas, recreativas o turísticas, así como 
cualquier otra prestación que tenga por fin la 

promoción y dignificación de la persona humana y 
el mejoramiento social. 

Parágrafo. Las asociaciones mutualistas prestarán 
sus productos y servicios preferiblemente a los 
asociados y a sus beneficiarios. De acuerdo con el 
estatuto podrán extenderlos al público no asociado, 
siempre en razón del interés social o del bienestar 
colectivo.

Artículo 42. Prestaciones de ahorro y crédito. 
Las asociaciones mutualistas pueden prestar los 
servicios de ahorro y crédito solamente a sus 
asociados, en las modalidades que le son permitidas 
y observando las disposiciones especiales sobre la 
materia. La supervisión estatal de estos servicios, se 
hará con base en criterios técnicos y salvaguardando 
la característica mutual de los mismos.

Artículo 43. Establecimiento de Prestaciones. 
Para el establecimiento de los servicios, la junta 
directiva de la asociación mutual dictará las 
reglamentaciones pertinentes, mediante las cuales 
consagrará los objetivos específicos de los mismos, 
los recursos de operación, así como todas aquellas 
disposiciones convenientes para garantizar su 
desarrollo, eficiencia y normal funcionamiento.

Parágrafo. La asociación mutual cobrará en forma 
justa y equitativa los servicios que preste, procurando 
que dichos ingresos le permitan asumir los costos 
de operación y administración indispensables para 
atender el cumplimiento del objeto social.

Artículo 44. Convenios para la prestación de 
servicios. Cuando las asociaciones mutualistas 
no puedan prestar directamente los servicios 
a sus asociados, podrán atenderlos celebrando 
convenios con otras entidades, de preferencia de 
su misma naturaleza o del sector solidario de la 
economía.

Los servicios médicos, farmacéuticos, funerarios 
y de previsión exequial podrán ser prestados de forma 
directa y en especie, en los términos establecidos 
por la ley.

CAPÍTULO VII
De la educación mutual

Artículo 45. Obligatoriedad. Las asociaciones 
mutualistas estarán obligadas a realizar de modo 
permanente actividades orientadas a la formación 
de sus asociados en los principios y doctrina del 
mutualismo, así como para capacitar a los directivos 
y administradores para el adecuado cumplimiento de 
sus funciones. La asistencia técnica, la investigación 
y la promoción del mutualismo hacen parte de la 
educación mutual.

Parágrafo. Los recursos del fondo de educación 
se orientarán exclusivamente al cumplimiento de 
esta obligación. Se podrá dar cumplimiento a esta 
obligación mediante la delegación o ejecución de 
programas conjuntos realizados por organismos de 
grado superior o por personas jurídicas autorizadas 
para el efecto.

Artículo 46. Comité de Educación Mutual. En el 
estatuto de toda asociación mutual deberá preverse 
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el funcionamiento de un comité nombrado por la 
junta directiva, encargado de orientar y coordinar 
las actividades de educación mutual y de elaborar 
los planes o programas, con su correspondiente 
presupuesto, incluyendo la utilización del fondo de 
educación. El período, funcionamiento y número de 
integrantes del comité de educación serán definidos 
en el estatuto.

CAPÍTULO VIII
De la fusión, transformación y escisión

Artículo 47. Fusión. Las asociaciones 
mutualistas, por determinación de su asamblea 
general, podrán fusionarse, con otra u otras 
asociaciones mutualistas para constituir una nueva 
asociación mutual que se subrogará en sus derechos 
y obligaciones. Para tal fin, la nueva asociación 
mutual adoptará una denominación distinta al de las 
asociaciones mutualistas que se fusionan. En este 
caso, las asociaciones mutualistas que se fusionen se 
disolverán sin liquidarse y la nueva entidad se hará 
cargo del patrimonio de las disueltas.

También, las asociaciones mutualistas podrán 
fusionarse para incorporarse a otra asociación 
mutual. La asociación mutual que es incorporada 
o absorbida se denomina incorporada y la 
asociación mutual que absorbe o incorpora se 
denomina incorporante. Para efectos de la fusión, 
la incorporante se subrogará en todos los derechos 
y obligaciones de la incorporada. En este caso, la 
incorporada se disuelve sin liquidarse. 

Parágrafo 1°. La decisión que adopte la fusión 
deberá ser aprobada por la asamblea general de 
las asociaciones mutualistas que participen en el 
proceso de fusión. Para tal fin se requerirá que la 
aprobación tenga como mínimo la mayoría de que 
trata el artículo 36 de la presente ley. 

Parágrafo 2°. Toda fusión requerirá autorización 
previa por parte de la Superintendencia de la 
Economía Solidaria o la entidad que haga sus veces.

Artículo 48. Transformación. La asamblea 
general de las asociaciones mutualistas podrá adoptar 
la decisión de transformarse en una organización de 
la economía solidaria siempre que la reunión del 
órgano máximo de administración cumpla con las 
formalidades legales, estatutarias y reglamentarias 
pertinentes. 

La trasformación de la asociación mutual implica 
que su patrimonio será considerado como irrepartible 
en la organización de la economía solidaria en la que 
se transforma. Además, dicha transformación no 
genera ni disolución ni liquidación de la asociación 
mutual, lo cual significa que tal transformación es 
sin solución de continuidad. En ningún caso podrán 
transformarse en sociedades comerciales.

Parágrafo. Toda trasformación requerirá 
autorización previa por parte de la Superintendencia 
de la Economía Solidaria o la entidad que haga sus 
veces, sin perjuicio de las autorizaciones que se deba 
otorgar para el ejercicio de determinada actividad.

Artículo 49. Escisión. Por decisión de la 
asamblea general, adoptada con el voto de las dos 
terceras partes de los asociados hábiles o delegados 
elegidos presentes, las asociaciones mutualistas 
podrán escindirse. El patrimonio que se destina en 
la escisión para constituir una nueva organización 
de la economía solidaria (escisión propia) o para 
integrarlo a otra organización de la economía 
solidaria (escisión impropia) se deberá destinar a 
un fondo patrimonial especial no repartible para dar 
cumplimiento a su objeto social.

CAPÍTULO IX
De la disolución y liquidación

Artículo 50. Disolución. Las asociaciones 
mutualistas podrán ser disueltas por acuerdo de la 
asamblea general, siguiendo las normas vigentes 
sobre la materia y produciendo los registros que 
ellas contemplen.

Artículo 51. Causales de disolución. Las 
asociaciones mutualistas se disolverán por una 
cualquiera de las siguientes causales:

1. Por decisión voluntaria de los asociados, 
adoptada en asamblea general con el voto 
calificado previsto en esta ley.

2. Por reducción de los asociados a un número 
inferior al requerido para la constitución 
de la asociación mutual, siempre que esta 
situación se prolongue por más de seis (6) 
meses.

3. Por fusión a otras asociaciones mutualistas.
4. Por incapacidad o imposibilidad de cumplir 

el objeto social para el cual fueron creadas.
5. Porque los medios que empleen para el 

cumplimiento de sus fines o porque las 
actividades que desarrollen sean contrarias a 
la ley, las buenas costumbres o la doctrina 
asociación mutualista.

Artículo 52. Plazo para Subsanar Causales de 
Disolución. En los casos previstos en los numerales 
2, 4 y 5 del artículo anterior, la Superintendencia de 
Economía Solidaria o la entidad que haga sus veces, 
de acuerdo a las normas previstas para el efecto, dará 
a la asociación mutual un plazo para que subsane la 
causal o para que en el mismo término convoque a 
asamblea general con el fin de acordar la disolución, 
sin perjuicio de la intervención administrativa de 
dicho órgano.

Artículo 53. Liquidación. Disuelta la asociación 
mutual se procederá a su liquidación. El 
procedimiento para efectuarla, nombramiento de 
liquidador o liquidadores, sus deberes, prelación 
de pagos y demás disposiciones, será acorde con 
las normas que regulan a las cooperativas y ante 
los vacíos legales de las mismas se aplicarán las 
de las sociedades comerciales en la medida que no 
sean incorporadas con la naturaleza jurídica de las 
asociaciones mutualistas. 
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Parágrafo: Los remanentes de la liquidación 
serán transferidos a la entidad sin ánimo de lucro 
que el estatuto o la asamblea de disolución hayan 
previsto. A falta de dichas disposiciones estatutarias, 
se transferirán a la entidad de integración mutual de 
su radio de acción, con destino a la formación de 
fondos comunes para el desarrollo del mutualismo.

CAPÍTULO X
De la integración mutual

Artículo 54. Asociación de mutualistas. Las 
asociaciones mutualistas podrán asociarse entre sí 
para el mejor cumplimiento de sus fines sociales y 
económicos, el logro de sus propósitos comunes o 
para estimular y facilitar el desarrollo general del 
mutualismo, en organismos de segundo y tercer 
grado. Estos últimos tendrán por objetivo unificar la 
acción de representación del movimiento mutualista, 
nacional e internacionalmente.

Los organismos de segundo grado serán de 
carácter regional o nacional; los de carácter regional 
se constituirán con un número mínimo de cinco 
(5) mutualistas y los de carácter nacional con un 
mínimo de diez (10). Tales entidades establecerán 
en sus estatutos el valor y forma de pago de las 
cuotas que deban cancelar los afiliados, teniendo 
en cuenta factores como número de asociados 
y usuarios, de manera tal que se garantice una 
adecuada participación en los servicios que preste el 
organismo de grado superior.

Los organismos de tercer grado podrán 
constituirse con un número no inferior a cinco (5) 
entidades de segundo grado, y en sus estatutos 
determinarán la participación de las mismas y su 
forma de integración.

Parágrafo. A los organismos mencionados en 
este artículo les serán aplicables, en lo pertinente, 
las normas legales previstas para las asociaciones 
mutualistas.

Artículo 55. Funciones de los organismos de 
segundo grado. Los organismos de segundo grado 
desarrollarán las actividades previstas en sus 
estatutos, pero cumplirán de manera especial las 
siguientes funciones:

1. Divulgar la aplicación y práctica de la 
doctrina y principios del mutualismo.

2. Prestar a las asociaciones mutualistas 
afiliadas, asistencia educativa, técnica, 
financiera y administrativa.

3. Promover y fomentar las organizaciones 
mutualistas.

4.   Representación gremial. 
5.  Generar procesos de integración económica 

para la comercialización y procesos de 
transformación al servicio de las asociaciones 
mutualistas asociadas.

Artículo 56. Asociación con entidades del sector 
social y solidario. Las asociaciones mutualistas 
podrán vincularse a cualquier entidad del sector social 

y solidario, con el propósito de dar cumplimiento a 
su objeto social.

TÍTULO II
DE LAS RELACIONES DEL ESTADO  

CON LAS ASOCIACIONES MUTUALISTAS
CAPÍTULO I

Promoción, fomento y supervisión  
de las asociaciones mutualistas

Artículo 57. Promoción. Las mutualistas que 
legalmente se constituyan serán consideradas por 
el Estado como instituciones de interés social. El 
Gobierno nacional adoptará las políticas, normas y 
procedimientos adecuados para asegurar el acceso 
de las asociaciones mutualistas a los programas y 
recursos financieros de fomento necesarios para una 
mayor cobertura y calidad de las actividades que 
atiendan estas entidades.

Artículo 58. Vinculación al desarrollo territorial. 
Las asociaciones mutualistas, y/o sus organismos 
de segundo o tercer grado, serán tenidas en cuenta 
por los entes territoriales para la formulación o 
ejecución de planes, programas y proyectos de 
beneficio social de sus respectivos radios de acción. 
Los entes territoriales apoyarán, en su radio de 
acción específico, los programas de desarrollo del 
mutualismo y establecerán lazos de relación con los 
organismos de segundo y tercer grado de su ámbito 
territorial, en procura de establecer programas 
comunes de desarrollo, contribuir con los programas 
autónomos de desarrollo del sector o introducir estos 
en los planes, programas y proyectos de desarrollo 
territorial.

Artículo 59. Régimen tributario. En materia de 
impuestos administrados por la Dirección General de 
Impuestos Nacionales, las asociaciones mutualistas 
pertenecen al Régimen Tributario Especial de 
conformidad con las normas vigentes contempladas 
en el estatuto tributario.

Artículo 60. Supervisión. Las asociaciones 
mutualistas estarán sujetas a la supervisión de 
la Superintendencia de Economía Solidaria o la 
entidad que haga sus veces, con la finalidad de 
asegurar que sus actos se ajusten a las normas 
legales y estatutarias. En todo caso, las funciones de 
supervisión no implican, por ningún motivo, facultad 
de cogestión o intervención en la autonomía jurídica 
y democrática de las asociaciones mutualistas.

Artículo 61. Actos sancionables y sanciones. La 
Superintendencia de Economía Solidaria o la entidad 
que haga sus veces, ejercerá funciones de vigilancia, 
inspección y control sobre las asociaciones 
mutualistas y tendrá la facultad legal de adelantar 
el procedimiento administrativo sancionatorio 
consagrado en la Ley 1437 de 2011, y demás normas 
que la modifiquen adicionen, aclaren, deroguen o 
complementen, con la finalidad de determinar los 
hechos infractores, los responsables y el grado de 
culpabilidad de la asociación mutual propiamente 
dicha o de sus miembros que integran los órganos 
de administración y control.
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Las infracciones personalmente imputables, son 
señaladas a continuación: 

1.  Utilizar la denominación o el objeto de 
la asociación mutualista para encubrir 
actividades o propósitos especulativos 
o contrarios a las características de las 
asociaciones mutualistas o no permitidos a 
éstas por las normas legales vigentes.

2.  Por desviación de los fondos con destinación 
específica estatutariamente establecidos.

3.  Repartir entre los asociados las reservas, 
fondos, auxilios, y donaciones de carácter 
patrimonial.

4.  Alterar la presentación de los estados 
financieros.

5.  Admitir como asociados a quienes no puedan 
serlo por prescripción legal o estatutaria. 

6.  Ser renuentes a los actos de inspección o 
vigilancia.

7.  Realizar actos de disposición excediendo las 
facultades establecidas por la ley, los estatutos 
o reglamentos, u omitir el cumplimiento de 
sus funciones.

8.  No asignar a las reservas y fondos obligatorios 
las cantidades que correspondan de acuerdo 
con la ley, los estatutos y reglamentos 
internos.

9.  No presentar oportunamente a la asamblea 
general los informes, balances y estados 
financieros que deben ser sometidos a esta 
para su aprobación.

10.  No convocar a la asamblea general en el 
tiempo y con las formalidades estatutarias.

11.  No observar en la liquidación las formalidades 
previstas en la ley y los estatutos.

12.  No reportar oportunamente a la Superin-
tendencia de Economía Solidaria los 
informes, balances y estados financieros, de 
conformidad con las normas vigentes.  

13.  No registrar la asociación mutualista en la 
Superintendencia de Economía Solidaria 
para el respectivo control de legalidad, y 

14.  Las derivadas del incumplimiento de los 
deberes y funciones previstos en la ley y en 
los estatutos.

Parágrafo 1°. De encontrarse responsable la 
asociación mutual, la Superintendencia de Economía 
Solidaria o la entidad que haga sus veces, impondrá 
las sanciones consagradas en la Ley 454 de 1998 y 
demás normas que la modifiquen, adicionen, aclaren 
o complementen.

Parágrafo 2°. Para efectos de determinar la 
sanción, el grado de responsabilidad y culpabilidad; 
los agravantes y atenuantes de la sanción y los 
eximentes de responsabilidad se aplicarán según lo 
dispuesto en la Ley 1437 de 2011 y la Ley 454 de 
1998 y demás normas que la modifiquen, adicionen, 
aclaren o complementen.

Artículo 62. Informe de gestión. Dentro 
de los quince (15) días siguientes al inicio de 
cada legislatura, la Unidad Administrativa de 
Organizaciones Solidarias o la entidad que haga 
sus veces presentará un informe al Congreso de la 
República sobre los avances en la consolidación del 
sector mutualista.  

CAPÍTULO II
Régimen de responsabilidades

Artículo 63. Responsabilidad. Las asociaciones 
mutualistas y los miembros de sus órganos de 
administración y control, serán responsables por los 
actos u omisiones que impliquen el incumplimiento 
de las normas legales y estatutarias, y se harán 
acreedores a las sanciones previstas en la ley.

Parágrafo. Los miembros de la junta directiva 
y la junta de control social serán eximidos de 
responsabilidad mediante la prueba de no haber 
participado en la reunión o de haber salvado 
expresamente su voto. De la misma forma, el 
representante legal y el revisor fiscal podrán ser 
exonerados de responsabilidad si demuestran que 
las conductas anómalas fueron denunciadas ante la 
instancia pertinente.

CAPÍTULO III
Disposiciones finales

Artículo 64. Las materias y situaciones no 
previstas en esta ley, se resolverán primeramente 
conforme a las disposiciones generales sobre 
entidades de economía solidaria y otras que se 
asimilan por su naturaleza. Subsidiariamente, 
se resolverán conforme a los principios 
mutualistas generalmente aceptados y a la 
doctrina solidaria.

Artículo 65. En un plazo de un año, contado a 
partir de la vigencia de esta ley, las asociaciones 
mutualistas constituidas con anterioridad a dicha 
fecha deberán adaptar su estatuto, en lo que 
corresponda a las prescripciones de la misma. 

Artículo 66. Vigencia y derogatoria. La presente 
ley entrará a regir a partir de su sanción, promulgación 
y publicación en el Diario Oficial; y deroga el 
Decreto 1480 de 1989 y todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., enero 28 de 2020
En Sesión Plenaria del día 9 de diciembre de 2019, 

fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 
120 de 2019 Cámara, por la cual se dota a las 
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asociaciones mutualistas de identidad, autonomía y 
vinculación a la economía del país como empresas 
solidarias y se establecen otras disposiciones. Esto 
con el fin de que el citado proyecto de ley siga su 
curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 108 de diciembre 9 de 
2019, previo su anuncio en la Sesión Plenaria del 
día 4 de diciembre de 2019, correspondiente al Acta 
número 107.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 125 DE 2019 CÁMARA

por la cual se declara imprescriptible la acción 
penal en caso de delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales, o el delito 
consagrado en el artículo 237 de la ley 599 de 
2000, cometidos en menores de 18 años” - No Más 

Silencio.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 83 de la 

Ley 599 del 2000 “por la cual se expide el Código 
Penal”, el cual quedará así: 

Artículo 83. Término de prescripción de la 
acción penal. La acción penal prescribirá en un 
tiempo igual al máximo de la pena fijada en la ley, 
si fuere privativa de la libertad, pero en ningún caso 
será inferior a cinco (5) años, ni excederá de veinte 
(20), salvo lo dispuesto en el inciso siguiente de este 
artículo. 

El término de prescripción para las conductas 
punibles de desaparición forzada, tortura, homicidio 
de miembro de una organización sindical, homicidio 
de defensor de Derechos Humanos, homicidio de 
periodista y desplazamiento forzado será de treinta 
(30) años. En las conductas punibles de ejecución 
permanente el término de prescripción comenzará a 
correr desde la perpetración del último acto. La acción 
penal para los delitos de genocidio, lesa humanidad, 
y crímenes de guerra será imprescriptible.

Cuando se trate de delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales, o el delito 
consagrado en el artículo 237, cometidos en menores 
de 18 años, la acción penal será imprescriptible. 

En las conductas punibles que tengan señalada 
pena no privativa de la libertad, la acción penal 
prescribirá en cinco (5) años.

Para este efecto se tendrán en cuenta las causales 
sustanciales modificadoras de la punibilidad. 

Al servidor público que en ejercicio de las 
funciones de su cargo o con ocasión de ellas 
realice una conducta punible o participe en ella, el 
término de prescripción se aumentará en la mitad. 
Lo anterior se aplicará también en relación con los 
particulares que ejerzan funciones públicas en forma 
permanente o transitoria y de quienes obren como 
agentes retenedores o recaudadores. 

También se aumentará el término de prescripción, 
en la mitad, cuando la conducta punible se hubiere 
iniciado o consumado en el exterior. 

En todo caso, cuando se aumente el término de 
prescripción, no se excederá el límite máximo fijado. 

Artículo 2°. Esta ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., enero 30 de 2020
En Sesión Plenaria del día 9 de diciembre de 

2019, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo sin modificaciones del Proyecto de ley 
número 125 de 2019 Cámara, por la cual se declara 
imprescriptible la acción penal en caso de delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexuales, 
o el delito consagrado en el artículo 237 de la Ley 
599 de 2000, cometidos en menores de 18 años” - 
No Más Silencio. Esto con el fin de que el citado 
proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 108 de diciembre 9 de 
2019, previo su anuncio en la sesión del día 4 de 
diciembre de 2019, correspondiente al Acta número 
107.
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 165 DE 2018 CÁMARA

por medio de la cual se crean medidas para la 
protección y seguridad de los biciusuarios en el 

país y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Crear medidas para la 

protección y seguridad de los biciusuarios, que 
permitan el tránsito y uso seguro de la bicicleta en 
el territorio nacional, así como contrarrestar el hurto 
de bicicletas, la comercialización ilegal de estas y 
de partes.

Artículo 2°. Registro Único Nacional De 
Bicicletas (RUNB). Créese el Registro único Nacional 
de Bicicletas, por medio del cual se recopilará la 
información relacionada con la identificación de las 
bicicletas y de partes, su procedencia y el propietario 
de las mismas.

Parágrafo 1°. Las bicicletas y partes que se 
encuentren disponibles para ser comercializadas, 
bien sea de manera física o virtual a través de 
plataformas de comercio electrónico, así como las 
bicicletas que circulen por el territorio nacional, 
deberán ser registradas por sus propietarios en el 
RUNB, el cual generará el sistema de identificación 
correspondiente. El registro será gratuito.

 Parágrafo 2°. Cuando la comercialización 
se realice a través de plataformas de comercio 
electrónico, estas estarán obligadas a llevar a cabo 
la validación de los datos suministrados por los 
usuarios, así como la identificación, registro y 
procedencia de las bicicletas y partes. Para estos 
efectos podrán consultar el RUNB con el objeto 
de facilitar la investigación y las labores de las 
autoridades competentes.

Cuando se evidencien irregularidades o 
inconsistencias en los datos suministrados, los 
responsables de las plataformas deberán inhabilitar 
la cuenta del usuario e informar de tal situación a las 
autoridades competentes, so pena de ser sancionadas 
conforme a la normatividad vigente.

Parágrafo 3°. Cuando el usuario de la bicicleta 
fuese un menor de edad, la información que se 
incluya en el Registro Único Nacional de Bicicletas, 
será la de su representante legal

Parágrafo 4°. El Ministerio de Transporte en 
coordinación con el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, implementarán 
en el término de seis (6) meses la operación 
del Registro Único Nacional de Bicicletas, y el 
procedimiento para la identificación y marcación de 
las bicicletas y de partes.

Artículo 3°. Registro y marcación obligatoria 
de bicicletas y partes. Los comercializadores de 
bicicletas y partes que se clasifiquen como nuevas, 
así como los propietarios de las que se encuentren en 
circulación, a partir del séptimo mes de la entrada en 

vigencia de la presente ley, tendrán la obligación de 
registrar las mismas en el RUNB, el cual generará 
el sistema de identificación para la respectiva 
marcación.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional hará 
campañas de sensibilización e instrucción dirigidas 
a los comercializadores y biciusuarios, para que 
efectúen el registro y marcación de las bicicletas y 
partes, según sea el caso.

Parágrafo 2°. En los eventos de cambio de 
características de la bicicleta o transferencia del 
dominio de esta o de partes, se deberá registrar y 
actualizar tal información en el RUNB. En todo 
caso, lo relativo a la transferencia del dominio se 
sujetará a lo dispuesto en el Código Civil respecto 
de los bienes muebles.

Artículo 4°. Alcance del registro y marcación. El 
RUNB funcionará a nivel nacional y permitirá:

a) Constatar la identidad de quien ha sido 
reportado como propietario.

b) Suministrar la información a las autoridades 
competentes acerca de los reportes por hurto 
que hayan sido generados.

c) Identificar las bicicletas o partes que han 
sido recuperadas por las autoridades para ser 
devueltas a sus propietarios.

Lo anterior como herramienta para contrarrestar 
el hurto de bicicletas y partes, combatir la 
comercialización ilegal de las mismas, junto con los 
delitos conexos a dichas conductas.

Parágrafo 1°. Si realizado el procedimiento de 
verificación del RUNB se comprueba que existe 
un reporte por hurto, la Policía Nacional procederá 
a la incautación de dichos bienes informando al 
ciudadano que así lo reportó.

Se adelantarán las actuaciones administrativas 
para realizar la entrega, con plena observancia del 
debido proceso de los interesados.

Artículo 5°. Programa bicisegura. El Ministerio 
de Transporte con el apoyo de la Policía Nacional, 
la Fiscalía General de la Nación, y las entidades 
territoriales, crearán el programa “Bicisegura” que 
permitirá la identificación de las zonas inseguras 
y de mayor accidentalidad vial para biciusuarios 
en el país, y coordinará acciones para reducir la 
inseguridad y la ocurrencia de siniestros viales que 
involucren bicicletas.

Parágrafo. Las agrupaciones de biciusuarios harán 
parte del proceso de formulación e implementación 
del programa, realizando sus aportes al mismo desde 
su experiencia en las vías.

Artículo 6°. Programa rutas seguras. La 
Policía Nacional en coordinación con las entidades 
territoriales diseñará y creará rutas vigiladas por 
la Policía, por las cuales los biciusuarios puedan 
circular de manera segura. Se dará prioridad 
especial a estas rutas en las horas de mayor tránsito 
de biciusuarios y las que se encuentren cerca a los 
centros educativos.



Página 22 Lunes, 17 de febrero de 2020 Gaceta del Congreso  71

Parágrafo. Como parte del programa de 
rutas seguras, la Policía Nacional podrá utilizar 
instrumentos tecnológicos para realizar la vigilancia 
de estas rutas en tiempo real.

Artículo 7°. Denuncia virtual de hurto de 
bicicletas. La Policía Nacional en coordinación con 
la Fiscalía General de la Nación creará y/o adaptará 
el portal de denuncias y la aplicación (APP), 
para facilitar, priorizar y agilizar la recepción de 
denuncias sobre hurto de bicicletas.

Parágrafo. Para la implementación de este 
artículo, la Policía Nacional y la Fiscalía General de 
la Nación tendrán un (1) año a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley.

Artículo 8°. Seguros todo riesgo. El Gobierno 
nacional promoverá la utilización de seguros 
completos llamados todo riesgo para las bicicletas. 
Para ello deberá coordinar con el gremio de 
empresas aseguradoras que las tarifas de dichas 
pólizas sean acordes al monto por el cual se asegura 
la bicicleta.

Parágrafo. No será obligatoria la adquisición de 
seguros todo riesgo para bicicletas.

Artículo 9°. Sanciones. Toda persona natural 
o jurídica que comercie con bicicletas hurtadas o 
partes de bicicletas hurtadas, o que incumpla con las 
disposiciones consignadas en la presente ley, podrá 
ser sancionado administrativamente, sin perjuicio 
de las investigaciones penales a que haya lugar.

Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará 
el régimen sancionatorio administrativo a que se 
refiere el presente artículo.

Artículo 10. Vigencia y derogatorias. Esta ley 
rige a partir de su sanción y publicación en el Diario 
Oficial.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., febrero 11 de 2020
En Sesión Plenaria de los días 5 de noviembre 

de 2019 y 10 de diciembre de 2019, fue aprobado 
en Segundo Debate el Texto Definitivo con 
modificaciones del Proyecto de ley número 165 de 
2018 Cámara, por medio de la cual se crean medidas 
para la protección y seguridad de los biciusuarios 
en el país y se dictan otras disposiciones. Esto 
con el fin de que el citado proyecto de ley siga su 
curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en las actas de las 
Sesiones Plenarias Ordinaria N° 096 de noviembre 

5 de 2019 y 109 de diciembre 10 de 2019, previo su 
anuncio en la Sesión del día 30 de octubre de 2019 y 
9 de diciembre de 2019, correspondiente a las Actas 
número 095 y 108.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 187 DE 

2019 CÁMARA

por medio de la cual la nación honra y exalta la 
memoria de las víctimas de la masacre de Bojayá y 
declara el 2 de mayo como día conmemorativo de 
las víctimas de Bojayá y dicta otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La nación honra y exalta la memoria 
de las víctimas de la Masacre de Bojayá, ocurrida el 
2 de mayo de 2002, en razón de asegurar un espacio 
para el reconocimiento, la dignificación y la palabra 
de las víctimas de la violencia en Bojayá.

Parágrafo. Se debe dar a conocer la claridad de 
los hechos y respetar la libertad de conciencia, culto 
y religión de las víctimas de la masacre.

Artículo 2°. Declárese el 2 de mayo como Día 
Conmemorativo de las Víctimas de Bojayá en 
homenaje a la memoria de las mujeres, hombres, 
abuelos, jóvenes, niñas y niños que fueron víctimas 
de la masacre en la comunidad de Bellavista, 
municipio de Bojayá.

Artículo 3°. En homenaje a la memoria de las 
víctimas de Bojayá, el Gobierno nacional a través 
del Centro Nacional de Memoria Histórica, el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones y la Autoridad Nacional de 
Televisión, según corresponda, garantizarán los 
recursos necesarios para que la Radio Televisión 
Nacional de Colombia (RTVC) emita un documental 
sobre los hechos ocurridos en el municipio de 
Bellavista en concertación con la comunidad.

Artículo 4°. El Gobierno nacional a través del 
Ministerio del Interior, Ministerio de Cultura y 
demás entidades pertinentes, realizará acciones 
encaminadas a la recuperación del lugar de la 
memoria en Bellavista Viejo.

Artículo 5°. Copia de la presente ley será entregada 
en letra de estilo, en acto especial y protocolario, 
para rendir honores públicos a las víctimas de la 
Masacre de Bojayá, en una ceremonia especial, cuya 
fecha, lugar y hora serán programados por las Mesas 
Directivas del honorable Congreso de la República.
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Parágrafo. Acto de Desagravio. En aras de 
respetar el derecho a la dignidad humana de 
las víctimas, solicítese a todos victimarios y 
responsables de la masacre cometida en Bojayá, 
que acudan al municipio y realicen en la ceremonia 
especial, un acto de desagravio para con las familias 
de las víctimas del cruel atentado.

Artículo 6°. Autorícese al Gobierno nacional 
para que en cumplimiento de los artículos 341 y 345 
de la Constitución Política de Colombia incorpore 
en el Presupuesto General de la Nación las partidas 
necesarias a fin de llevar a cabo las acciones a las 
que se refieren los artículos anteriores.

Artículo 7°. Esta ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., enero 28 de 2020
En Sesión Plenaria del día 10 de diciembre de 

2019, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo sin modificaciones del Proyecto de ley 
número 187 de 2019 Cámara, por medio de la cual la 
nación honra y exalta la memoria de las víctimas de 
la masacre de Bojayá y declara el 2 de mayo como 
día conmemorativo de las víctimas de Bojayá y dicta 
otras disposiciones. Esto con el fin de que el citado 
proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 109 de diciembre 10 de 
2019, previo su anuncio en la Sesión Plenaria del 
día 9 de diciembre de 2019, correspondiente al Acta 
número 108.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 199 DE 
2019 CÁMARA, ACUMULADO CON EL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 247 DE 2019 

CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 1448 de 
2011 y los Decretos-ley Étnicos 4633 de 2011, 
4634 de 2011, y 4635 de 2011, ampliando por 10 

años su vigencia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. A través de esta ley se 

aumenta en diez años la vigencia de la Ley 1448 

de 2011, por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas 
del conflicto armado interno y se dictan otras 
disposiciones, y de los Decretos-ley Étnicos 4633 de 
2011, 4634 de 2011, y 4635 de 2011.

Lo anterior puesto que el proceso de reparación 
consignado en la ley y en los decretos ley étnicos se 
ha demorado más de lo previsto y se debe garantizar 
la atención y reparación de las víctimas en el marco 
de una paz estable y duradera.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 208 de la 
Ley 1448 de 2011, así:

Artículo 208. Vigencia y derogatorias. La 
presente ley rige a partir de su promulgación y tendrá 
una vigencia hasta el 10 de junio de 2031, y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias, en 
particular los artículos 50, 51, 52 y 53 de la Ley 975 
de 2005.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional presentará un 
informe anual al Congreso de la República detallado 
sobre el desarrollo e implementación de la presente 
ley, así como el objeto cumplido de las facultades 
implementadas.

Parágrafo 2°. Un año antes del vencimiento de 
la vigencia de esta ley, el Congreso de la República 
deberá pronunciarse frente a la ejecución y 
cumplimiento de la misma.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 194 del 
Decreto-ley 4633 de 2011, Decreto por el cual se 
dictan medidas de asistencia, atención, reparación 
integral y de restitución de derechos territoriales a las 
víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades 
indígenas, el cual quedará así:

Artículo 194. Vigencia y derogatorias. El 
presente Decreto-ley rige a partir de su promulgación, 
tendrá una vigencia hasta el 9 de diciembre de 
2031 y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 123 del 
Decreto-ley 4634 de 2011, Decreto por el cual se 
dictan medidas de Asistencia, Atención, Reparación 
Integral y Restitución de Tierras a las víctimas 
pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano, el cual 
quedará así:

Artículo 123. Vigencia y derogatorias. El 
presente decreto rige a partir de su publicación, 
tendrá una vigencia hasta el 9 de diciembre de 
2031, y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 156 
del Decreto-ley 4635 de 2011, Decreto por el 
cual se dictan medidas de asistencia, atención, 
reparación Integral y de restitución de tierras a las 
víctimas pertenecientes a comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, el cual 
quedará así:
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Artículo 156. Vigencia y derogatorias. El 
presente decreto rige a partir de su promulgación, 
tendrá una vigencia hasta el 9 de diciembre de 
2031, y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga las disposiciones que 
le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., enero 28 de 2020
En Sesión Plenaria del día 13 de diciembre de 

2019, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo sin modificaciones del Proyecto de ley 
número 199 de 2019 Cámara, acumulado con el 
Proyecto de ley número 247 de 2019 Cámara, por 
medio de la cual se modifica la Ley 1448 de 2011 
y los Decretos ley Étnicos 4633 de 2011, 4634 de 
2011, y 4635 de 2011, ampliando por 10 años su 
vigencia. Esto con el fin de que el citado proyecto 
de ley siga su curso legal y reglamentario y de esta 
manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 112 de diciembre 13 de 
2019, previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 
12 de diciembre de 2019, correspondiente al Acta 
número 111.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 370  
DE 2019 CÁMARA

por medio de la cual se modifica parcialmente la 
Ley 1620 de 2013 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de esta ley es 
fortalecer la formación en valores ciudadanos de los 

niños, niñas y adolescentes en los niveles educativos 
de preescolar, básica y media en el marco de la Ley 
1620 de 2013.

Artículo 2°. Adiciónese al artículo 4° de la Ley 
1620 de 2013 el numeral 9, el cual quedará así:

9.  Fomentar, fortalecer y articular acciones de 
Ministerio de Educación, ICBF y demás 
entidades adscritas, para la formación en 
valores ciudadanos de los niños, niñas y 
adolescentes, en los niveles educativos 
de preescolar, básica y media, así 
como la participación de los padres y/o 
representantes legales de los educandos en el 
acompañamiento al proceso formativo.

Artículo 3°. Adiciónese al artículo 8° de la Ley 
1620 de 2013 el numeral 11, el cual quedará así:

11.  Armonizar y articular las acciones del 
Sistema Nacional con las políticas nacionales, 
sectoriales, estratégicas y programas 
relacionados con la formación en valores 
ciudadanos de los niños, niñas y adolescentes, 
en los niveles educativos de preescolar, básica 
y media, así como la participación de los padres 
y/o representantes legales de los educandos, en 
el acompañamiento al proceso formativo.

Artículo 4°. Adiciónese al artículo 10 de la Ley 
1620 de 2013 el numeral 11, el cual quedará así:

11. Fomentar el desarrollo de proyectos 
pedagógicos, así como la promoción del 
fortalecimiento y fomento de los valores 
ciudadanos y la comunicación entre 
niños, adolescentes, padres de familia y/o 
representantes legales de los educandos 
y docentes, alrededor de los objetivos del 
Sistema Nacional de Convivencia Escolar 
establecidos en el artículo 4º de la Ley 1623 
de 2013.

Artículo 5°. Modifíquese el inciso primero del 
artículo 21 de la Ley 1620 de 2013, el cual quedará 
así:

Artículo 21. Manual de convivencia. En el marco 
del Sistema Nacional de Convivencia Escolar y 
Formación para los Derechos Humanos, la Educación 
para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de 
la Violencia Escolar, y además de lo establecido en 
el artículo 87 de la Ley 115 de 1994, los Manuales 
de Convivencia deben identificar nuevas formas y 
alternativas para incentivar y fortalecer la convivencia 
escolar, los valores ciudadanos, derechos en los niños, 
niñas y adolescentes, en los niveles educativos de 
preescolar, básica y media, así como la participación de 
los padres y/o representantes legales de los educandos 
en el acompañamiento al proceso formativo.

Artículo 6°. Adiciónese al artículo 18 de la Ley 
1620 de 2013 un parágrafo, el cual quedará así:

Parágrafo. Además de las responsabilidades 
establecidas en los artículos 15, 16, 17 y 19 de la 
Ley 1620 de 2013, las autoridades, establecimientos 
educativos, rectores y docentes deberán incorporar, 
en lo que corresponda, en el desarrollo y ejecución 
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de las allí indicadas el componente educacional 
referido a la formación en valores ciudadanos 
de los niños, niñas y adolescentes en los niveles 
educativos de preescolar, básica y media, así como 
la participación de los padres y/o representantes 
legales de los educandos en el acompañamiento al 
proceso formativo.

Artículo 7°. Término de reglamentación. El 
Gobierno nacional contará con un plazo máximo de 
seis (6) meses para expedir la reglamentación que 
sea necesaria.

Artículo 8°. Vigencia. Esta ley rige a partir de su 
sanción y publicación en el Diario Oficial.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., enero 30 de 2020
En Sesión Plenaria del día 9 de diciembre de 

2019, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo sin modificaciones del Proyecto de ley 
número 370 de 2019 Cámara, por medio de la 
cual se modifica parcialmente la Ley 1620 de 2013 
y se dictan otras disposiciones. Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª  
de 1992.

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 108 de diciembre 9 de 
2019, previo su anuncio en la Sesión del día 4 de 
diciembre de 2019, correspondiente al Acta número 
107.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 389  

DE 2019 CÁMARA, 82 DE 2018 SENADO

por la cual se modifica el artículo 4° de la Ley 
1882 de 2018 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 
1882 de 2018, el cual quedará así:

Artículo 4°. Adiciónese el siguiente parágrafo al 
artículo 2° de la Ley 1150 de 2007.

La Agencia Nacional de Contratación Pública – 
Colombia Compra Eficiente o quien haga sus veces 
adoptarán documentos tipo que serán de obligatorio 
cumplimiento en la actividad contractual de todas 
las entidades sometidas al Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública.

Para el efecto, Colombia Compra Eficiente o quien 
haga sus veces, elaborará los documentos tipo y los 
revisará para su mejora constante, en coordinación 
con las cabezas de los sectores correspondientes 
en el nivel nacional, y en el nivel territorial con los 
departamentos, distritos y municipios, así como los 
cuerpos consultivos del Gobierno y universidades, a 
través de mesas técnicas.

Los documentos tipo comprenderán, entre 
otros: las cláusulas correspondientes, requisitos 
habilitantes, criterios de evaluación de las ofertas, 
factores de ponderación, criterios para fomentar la 
industria, servicios y empleo local, requerimientos 
técnicos y parámetros para los estudios de mercado 
y de sector de conformidad con la clasificación de 
bienes y servicios.

Los documentos tipo deben incorporar buenas 
prácticas contractuales que procuren el adecuado 
desarrollo de los principios que rigen la contratación 
pública.

La fijación de los requisitos habilitantes y criterios 
de evaluación en los procesos de contratación 
deberá responder a los parámetros fijados en los 
documentos del proceso tipo de acuerdo con los 
rangos de valores de los contratos, tipos de contrato, 
características de los objetos de los contratos y 
condiciones del mercado.

Con el ánimo de promover la descentralización, el 
empleo local, el desarrollo, los servicios e industria 
local, en la adopción de los documentos tipo, se 
tendrá en cuenta las características propias de las 
regiones, la cuantía, el fomento de la economía local 
y la naturaleza y especialidad de la contratación. 
Para tal efecto se deberá llevar a cabo un proceso de 
capacitación para los municipios.

La Agencia Nacional de Contratación Pública 
– Colombia Compra Eficiente deberá presentar 
en un término no superior a seis (6) meses a las 
subcomisiones que designen las Mesas Directivas de 
cada cámara del Congreso de la República, un plan 
de trabajo para la elaboración de los documentos 
tipo, por sector, por rangos de valores de los 
contratos, tipos de contratos, características de los 
objetos de los contratos y condición del mercado, en 
el cual incluyan la forma como coordinará el trabajo 
con las cabezas de los sectores a nivel nacional, los 
departamentos, distritos y municipios, los cuerpos 
consultivos del Gobierno, universidades.

Una vez adoptado mediante acto administrativo 
un documento tipo por La Agencia Nacional de 
Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente 
este será obligatorio en un término no superior 
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a seis (6) meses, en los cuales se debe cumplir su 
socialización.

Hasta tanto se efectúe los ajustes a lo determinado 
en la presente ley y sus decretos reglamentarios los 
documentos tipo ya adoptados continuarán vigentes 
y son de obligatorio cumplimiento.

La aplicación de los documentos tipo en el 
Departamento de San Andrés Providencia y Santa 
Catalina deberá interpretarse a la luz de su régimen 
especial, en particular la Ley 47 de 1993, Decreto 
2762 de 1991 y demás normas pertinentes.   

Artículo Nuevo. Dirección General de la 
Agencia Nacional de Contratación Pública 
– Colombia Compra Eficiente. El Director de 
Colombia Compra Eficiente será elegido por 
el Presidente de la República mediante una 
convocatoria pública de mérito, la cual garantizará 
criterios de mérito, publicidad, transparencia, 
participación ciudadana y equidad de género. Dicha 
convocatoria será reglamentada por el Gobierno 
nacional en un término no superior a seis (6) meses 
contados a partir de la vigencia de la presente ley. Su 
periodo no será inferior a cuatro (4) años.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga todas aquellas 
disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 16 de 2019
En Sesión Plenaria de los días 9 y 12 de diciembre 

de 2019, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo con modificaciones del Proyecto de ley 
número 389 de 2019 Cámara, 82 de 2018 Senado, 
por la cual modifica el artículo 4° de la Ley 1882 de 
2018 y se dictan otras disposiciones. Esto con el fin 
de que el citado Proyecto de Ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992.

Lo anterior, según consta en el acta de las 
Sesiones Plenarias Ordinaria número 108 y 111 de 
diciembre 9 y 12 de 2019, previo su anuncio en las 

Sesiones de los días 4 y 11 de diciembre de 2019, 
correspondiente a las Actas número 107 y 110.
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